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ARRENDAMIENTO FINANCIERO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 15 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE PREVÉ EL CONTRATO RELATIVO. 
 

Si bien es cierto que el concepto de arrendamiento financiero, para efectos fiscales 
(naturaleza y finalidad), se obtiene del párrafo primero del citado precepto, 
también lo es que del segundo párrafo se extraen las formalidades que debe 
satisfacer el contrato respectivo, esto es: a) celebrarse por escrito; b) consignar 
expresamente el valor del bien objeto de la operación; y, c) asentar la tasa de 
interés pactada o su mecánica para determinarla. Así, el artículo 15 del Código 
Fiscal de la Federación no debe interpretarse de forma seccionada y aislada, y 
observarse sólo su párrafo primero, pues no puede obviarse que es en el segundo 
párrafo donde el legislador previó expresamente las formalidades que el contrato 
debe satisfacer, en razón de la naturaleza sustancial del negocio jurídico 
involucrado; por tanto, no puede afirmarse que el citado párrafo segundo contiene 
sólo meras formalidades no obligatorias y por ello seccionar el mencionado 
numeral desvinculando su contenido y finalidad de satisfacer diversas condiciones. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo directo en revisión 2470/2012. Candies Mexican Investments, S.R.L. de 
C.V. 5 de junio de 2013. Cinco votos; Jorge Mario Pardo Rebolledo y Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
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DERECHOS. LA ACTUALIZACIÓN DE LAS CANTIDADES A PAGAR POR DICHO 
CONCEPTO PREVISTAS EN LA LEY FEDERAL RELATIVA CON MOTIVO DE 
RESOLUCIONES MISCELÁNEAS, NO CONSTITUYEN ACTOS FORMALMENTE 
LEGISLATIVOS. 
 
 
Las actualizaciones de los montos previstos en los ordenamientos fiscales, con base 
en las disposiciones de carácter general establecidas en resoluciones misceláneas, 
no se originan con motivo de un acto legislativo, sino de uno administrativo que 
por sí mismo no puede sustituir, reformar, adicionar o modificar el texto de una 
porción normativa que emanó de la potestad del legislador. Esto es, la 
actualización de las sumas establecidas en ley únicamente tiene el alcance de 
reflejar las cantidades a pagar de acuerdo con valores de carácter inflacionario, sin 
que ello implique reforma alguna al texto legal. Por lo anterior, la actualización 
sobre el monto de la cantidad a pagar, con respecto a la Ley Federal de Derechos, 
no constituye un acto legislativo, sino que se produce como consecuencia del 
reconocimiento del componente inflacionario sobre las cantidades dispuestas en 
ley para el pago del valor real de las sumas a que el contribuyente está obligado. 
Por tanto, no puede concluirse que las actualizaciones de las cantidades a pagar 
por concepto de derechos contenidos en la ley federal relativa, con motivo de 
resoluciones misceláneas, constituyan actos de naturaleza formalmente legislativa. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 
Amparo en revisión 278/2013. Tania Joanne González Covarrubias. 10 de julio de 
2013. Cinco votos; Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena reservó su derecho a formular 
voto concurrente. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
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DERECHOS. LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 5O., FRACCIÓN 
I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA SUBSISTE, AUN CUANDO LA NORMA 
HAYA SUFRIDO ACTUALIZACIONES EN LA TARIFA DEL COSTO POR LA 
EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS [APLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 1A./J. 132/2011 (9A.)]. 
 

En la jurisprudencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
1a./J. 132/2011 (9a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro III, Tomo 3, página 2077, de rubro: "DERECHOS. EL ARTÍCULO 
5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL ESTABLECER LA CUOTA 
A PAGAR POR LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS DE DOCUMENTOS, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2006).", se estableció 
que el artículo 5o., fracción I, de la Ley Federal de Derechos, vigente hasta el 31 de 
diciembre de 2006, al disponer que tratándose de la expedición de copias certificadas de 
documentos, por cada hoja tamaño carta u oficio, se pagarán once pesos moneda nacional, 
vulnera los principios de proporcionalidad y equidad tributaria contenidos en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es 
así, pues si se toma en cuenta, por un lado, que la solicitud de copias certificadas implica 
para la autoridad la concreta obligación de expedirlas y certificarlas y, por el otro, que 
dicho servicio es un acto instantáneo, al agotarse en el mismo momento en que se efectúa, 
sin prolongarse en el tiempo, resulta evidente que el precio cobrado al gobernado es 
incongruente con el costo que tiene para el Estado la prestación del referido servicio; el 
contenido de dicho precedente deben aplicarlo los juzgadores al conocer de un juicio de 
amparo promovido contra el mismo artículo, aun cuando la norma haya sufrido 
actualizaciones en la tarifa del costo por la expedición de las copias certificadas. Esto es, la 
variación en la tarifa como consecuencia de una resolución miscelánea no salva la 
constitucionalidad del artículo 5o., fracción I, de la Ley Federal de Derechos, toda vez que 
subsiste la inconstitucionalidad por las mismas razones apuntadas en la jurisprudencia de 
mérito. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo en revisión 278/2013. Tania Joanne González Covarrubias. 10 de julio de 
2013. Cinco votos; Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena reservó su derecho a formular 
voto concurrente. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
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INTENSIDAD DEL ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD Y USO DEL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD. SU APLICACIÓN EN RELACIÓN CON LOS DERECHOS 
HUMANOS. 
 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido reiteradamente que existen 
dos niveles de análisis de la constitucionalidad, uno de carácter ordinario y otro de 
nivel intenso. El primero debe realizarlo el juez constitucional en los asuntos que 
no incidan directamente sobre los derechos humanos y exista un amplio margen de 
acción y apreciación para la autoridad desde el punto de vista normativo, como 
ocurre en la materia económica o financiera. En cambio, el escrutinio estricto se 
actualiza cuando el caso que se tenga que resolver involucre categorías 
sospechosas detalladas en el artículo 1o., párrafo quinto, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; se afecten derechos humanos reconocidos por el 
propio texto constitucional y/o por los tratados internacionales, o se incida 
directamente sobre la configuración legislativa que la Constitución prevé de 
manera específica para la actuación de las autoridades de los distintos niveles de 
gobierno. En este sentido, si bien las diferencias en la intensidad del control 
constitucional y el uso del principio de proporcionalidad han derivado de 
precedentes relacionados sólo con el principio de igualdad, ello no es impedimento 
para utilizar esta clasificación jurisprudencial y el respectivo test de 
proporcionalidad (fin legítimo, idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto 
sentido) para casos que no estén estricta y únicamente vinculados con el aludido 
principio constitucional. Lo anterior, porque el juzgador realiza indirecta y 
cotidianamente diversos grados de análisis constitucional dependiendo si se trata, 
por ejemplo, de la afectación de un derecho humano o del incumplimiento de una 
norma competencial de contenido delimitado o de libre configuración, aun cuando 
la materia del caso no sea la violación estricta del derecho de igualdad. Así, el 
principio de proporcionalidad irradia y aplica sobre la totalidad de los derechos 
humanos con fundamento en el artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 
Amparo en revisión 202/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
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particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio 
Núñez Valadez. 
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INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS A LA TESORERÍA 
DE LA FEDERACIÓN. LOS ARTÍCULOS 156-BIS Y 156-TER DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN QUE PREVÉN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, NO TRANSGREDEN EL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA PREVIA. 
 
 
El procedimiento de inmovilización de cuentas y transferencia de recursos, 
contenido en el segundo supuesto del artículo 156-Bis y regulado en el 
artículo 156-Ter, ambos del Código Fiscal de la Federación, constituye un 
procedimiento alterno y sumarísimo para el cobro de los créditos fiscales firmes, 
que forma parte de la facultad económico-coactiva del Estado. Por tanto, conforme 
a la jurisprudencia 110, publicada en la página 141 del Tomo I, Materia 
Constitucional, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, de 
rubro: "AUDIENCIA, GARANTÍA DE. EN MATERIA IMPOSITIVA, NO ES NECESARIO 
QUE SEA PREVIA.", dichos preceptos no transgreden el derecho fundamental de 
audiencia previa contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que el procedimiento de inmovilización de 
cuentas y transferencia de recursos, forma parte de la facultad económico-coactiva 
del Estado, que no puede supeditarse a que previamente se escuche a los 
gobernados ubicados en las hipótesis de hecho que dan lugar al inicio de dicho 
procedimiento, pues de lo contrario, podría llegar el momento en que las 
instituciones y el orden constitucional desaparecieran o se afectaran gravemente 
por falta de elementos económicos. Además, el citado artículo 156-Bis, en su 
párrafo segundo, establece que el Servicio de Administración Tributaria notificará 
al contribuyente la decisión de inmovilizar cuentas y transferir recursos, con lo cual 
éste podrá, en su caso, interponer el recurso administrativo de revocación 
contemplado en el Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, o 
bien, el juicio contencioso administrativo; así, se respeta su derecho de audiencia, 
pues con posterioridad a cuantificar la sanción los contribuyentes pueden ser 
escuchados en su defensa. 
 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo en revisión 226/2013. Corrado Milesi Cumini. 21 de agosto de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo 
Manuel Martínez Estrada. 
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PRUEBA INDICIARIA O CIRCUNSTANCIAL. EL JUZGADOR DEBE EXPLICAR, EN LA 
SENTENCIA CORRESPONDIENTE, EL PROCESO RACIONAL A TRAVÉS DEL CUAL LA 
ESTIMÓ ACTUALIZADA. 
 
 
Cuando un juzgador utilice la prueba indiciaria o circunstancial, ésta deberá 
encontrarse especialmente razonada en la sentencia correspondiente, lo que 
implica expresar el razonamiento jurídico por medio del cual se han construido las 
inferencias y hacer mención de las pruebas practicadas para tener por acreditados 
los hechos base, y de los criterios racionales que guiaron su valoración; esto es, 
para que aquélla se estime actualizada, en la sentencia deberá quedar explicitado 
el proceso racional que ha seguido el juzgador para arribar a determinada 
conclusión. Lo anterior, toda vez que la valoración libre de la prueba circunstancial 
no equivale a la valoración de indicios carentes de razonamiento alguno. Por tanto, 
no sólo los indicios deben estar suficientemente acreditados, sino que deben estar 
sometidos a una constante verificación en torno a su acreditación y a su capacidad 
para generar conclusiones. En cualquier caso un indicio, por sí solo, carece de 
cualquier utilidad o alcance probatorio, debido a lo cual es necesaria la formulación 
de una inferencia, la cual estará sujeta a un estudio de razonabilidad, a efecto de 
poder determinar si resulta razonable, o si por el contrario es arbitraria o 
desmedida, debiendo tomarse en consideración que la eficacia de la prueba 
circunstancial disminuirá en la medida en que las conclusiones tengan que 
obtenerse a través de mayores inferencias y cadenas de silogismos, ante lo cual, la 
inferencia lógica debe sustentarse en máximas de la experiencia. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 
Amparo directo 78/2012. 21 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
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PRUEBA PERICIAL. EL REGISTRO OFICIAL DE LOS PERITOS CONSTITUYE UNA GUÍA 
INDISPENSABLE PARA QUE LA AUTORIDAD ELIJA AL ESPECIALISTA IDÓNEO PARA 
RENDIR UN DICTAMEN. 
 
 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 
objeto de la prueba pericial es el auxilio en la administración de justicia y consiste 
en que un experto en determinada ciencia, técnica o arte, aporte al juzgador 
conocimientos propios en la materia de la que es experto, y de los que el juzgador 
carece, porque escapan al cúmulo de conocimientos que posee una persona de 
nivel cultural promedio, mismos que además, resultan esenciales para resolver 
determinada controversia. De lo anterior se colige que el perito deberá 
encontrarse acreditado ante las autoridades correspondientes, precisamente con la 
calidad de experto en determinado ámbito cognoscitivo. Así, el registro que de los 
peritos realizan las autoridades, no es solamente una sistematización de nombres y 
ocupaciones, sino que constituye una guía indispensable para que se elija a la 
persona idónea para realizar cierto peritaje, lo cual redunda de forma directa en la 
calidad y alcance probatorio del contenido y conclusiones del dictamen. Por tanto, 
cuando en algún aspecto se requiera la intervención de un perito, a efecto de que 
la autoridad se allegue de los conocimientos necesarios para la resolución del 
asunto, es un requisito fundamental que la persona elegida para auxiliar a la 
autoridad goce del perfil adecuado para llevar a cabo tal actividad, pues ello se 
reflejará en el dictamen que habrá de rendir. Por tal razón, dicha experticia se 
verifica a partir del registro o listado de peritos correspondiente, el cual funge 
como el soporte documental idóneo para la elección del especialista que habrá de 
intervenir en el procedimiento. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 
Amparo directo 78/2012. 21 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
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PRUEBA PERICIAL. SU ALCANCE PROBATORIO ACORDE A LA PROXIMIDAD ENTRE 
EL CAMPO DE ESPECIALIZACIÓN DEL PERITO Y LA MATERIA DEL DICTAMEN. 
 
 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 
objeto de la prueba pericial es el auxilio en la administración de justicia y consiste 
en que un experto en determinada ciencia, técnica o arte, aporte al juzgador 
conocimientos propios en la materia de la que es experto, y de los que el juzgador 
carece, porque escapan al cúmulo de conocimientos que posee una persona de 
nivel cultural promedio, mismos que además, resultan esenciales para resolver 
determinada controversia. Así las cosas, cuando un dictamen sea rendido por un 
perito, cuyo campo de especialización carezca de vinculación o proximidad con la 
materia respecto a la cual el dictamen fue emitido, el mismo carecerá de alcance 
probatorio alguno, pues de lo contrario se caería en el absurdo de otorgarle valor 
demostrativo a la opinión de una persona cuya experticia carece de una mínima 
relación con el campo de conocimientos que el dictamen requiere. Sin embargo, 
cuando el campo en el que se encuentra reconocido como experto determinado 
perito posea un cierto grado de vinculación con la materia en torno a la cual versa 
el peritaje, el mismo podrá generar convicción en el órgano jurisdiccional, pero ello 
dependerá del grado de proximidad entre una materia y la otra, así como de un 
análisis estricto del contenido del dictamen, esto es, el mismo podrá tener valor 
probatorio en la medida en que supere un examen más escrupuloso de 
razonabilidad llevado a cabo por el juzgador. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 
Amparo directo 78/2012. 21 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
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RECURSO DE INCONFORMIDAD. CUANDO LOS AGRAVIOS FORMULADOS POR EL 
PROMOVENTE DE DICHO RECURSO RESULTEN INOPERANTES EN SU TOTALIDAD, 
PROCEDE EL ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DEL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA 
DE AMPARO. 
 
 
El artículo 214 de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, 
establece que no podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que se haya 
cumplido la sentencia que concedió la protección constitucional o no exista 
materia para la ejecución, y así se haya determinado por el órgano jurisdiccional de 
amparo en resolución fundada y motivada. Por lo anterior, si los agravios 
expresados por el promovente del recurso de inconformidad resultan inoperantes 
en su totalidad, es preciso realizar un estudio oficioso respecto del cumplimiento 
de la sentencia de amparo, a fin de dar cumplimiento al precepto invocado; dicho 
estudio deberá atender de forma circunscrita a la materia determinada por la 
acción constitucional y al límite señalado por la ejecutoria donde se otorgó la 
protección de la justicia federal. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 
Recurso de inconformidad 84/2013. Filemón Roldán Medina. 4 de septiembre de 
2013. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga 
Remírez. 
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REGALÍAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 12, NUMERAL 3, DEL CONVENIO 
ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL 
GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA EVITAR LA 
DOBLE IMPOSICIÓN E IMPEDIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE 
IMPUESTOS SOBRE LA RENTA. INCLUYE LAS CANTIDADES PAGADAS POR 
EL USO O LA CONCESIÓN DE USO DE UN EQUIPO INDUSTRIAL, 
COMERCIAL O CIENTÍFICO QUE NO CONSTITUYE PROPIEDAD 
INMUEBLE. 
 

Si bien es cierto que el artículo 12, numeral 3, del citado Convenio otorga al concepto 
"regalías" una connotación inherente con la propiedad intelectual y su explotación, también 
lo es que en su parte final incluye las cantidades de cualquier clase pagadas por el uso o la 
concesión de uso de un equipo industrial, comercial o científico que no constituye 
propiedad inmueble, por lo que dichas cantidades pueden considerarse incluidas en aquel 
concepto, lo cual se corrobora con el Modelo de Convenio Fiscal sobre la Renta y sobre el 
Patrimonio de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico, que en su 
texto original incluía en su artículo 12, numeral 2, los pagos de cualquier clase obtenidos 
por el uso o la concesión de uso de equipos industriales, comerciales o científicos en la 
definición de regalías, pues aun cuando con posterioridad tal referencia fue eliminada, el 
Estado Mexicano formuló reserva en el sentido de mantenerla, la cual, con apoyo en el 
artículo 21 de la Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados, es efectiva 
respecto a la otra parte que celebró el tratado mientras ésta no formule objeción. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo directo en revisión 2470/2012. Candies Mexican Investments, S.R.L. de 
C.V. 5 de junio de 2013. Cinco votos; Jorge Mario Pardo Rebolledo y Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea reservaron su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
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DECRETO PROMULGATORIO DEL DECRETO 008 DEL CONGRESO DEL ESTADO DE 
TABASCO, POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSOS 
ARTÍCULOS DE LA LEY DE HACIENDA DE LA ENTIDAD, PUBLICADO EN EL 
PERIÓDICO OFICIAL EL 1O. DE MAYO DE 2010. PARA SU OBLIGATORIEDAD 
REQUIERE DEL REFRENDO DEL SECRETARIO DE GOBIERNO. 
 
 
Conforme a los artículos 35, 51, fracción I, y 53 de la Constitución Política; 8 y 27, 
fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y 9, fracción XIX, del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno, todos del Estado de Tabasco, los 
decretos promulgatorios del titular del Poder Ejecutivo de las leyes y decretos 
expedidos por la Legislatura Estatal requieren, para su obligatoriedad, además de la 
firma de su emisor, la del Secretario de Gobierno, por ser de su competencia el 
despacho de la orden de publicación, toda vez que ésta es el acto emanado del 
Gobernador y, por ende, la que debe refrendarse. En ese tenor, si el Secretario de 
Gobierno no refrendó el indicado Decreto promulgatorio del Decreto 008 de la 
Legislatura Estatal, es claro que no cumple con el requisito exigido por el referido 
artículo 53 constitucional para su obligatoriedad, sin que obste para estimarlo así 
que la orden de publicación respectiva contenga la firma del Consejero Jurídico del 
Poder Ejecutivo, ya que esta autoridad no está facultada para refrendar los 
decretos promulgatorios, sino únicamente para difundir la legislación vigente del 
Estado, calidad que adquiere después de su publicación en el Periódico Oficial, en 
términos del artículo 6 del Código Civillocal. 
 
 
SEGUNDA SALA 
 
 
CONTRADICCIÓN DE TESIS 123/2013. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en 
Cancún, Quintana Roo y el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 
Trabajo del Décimo Circuito. 19 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Martha Elba de la Concepción Hurtado 
Ferrer. 
Tesis de jurisprudencia 137/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del siete de agosto de dos mil trece. 
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VISITA DOMICILIARIA. ES VÁLIDA LA NOTIFICACIÓN DEL CITATORIO 
PREVIO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 46, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA EL LEVANTAMIENTO DEL ACTA 
FINAL, ENTENDIDA CON UN MENOR DE EDAD MAYOR DE 16 AÑOS, SI 
PRESTA UN TRABAJO PERSONAL SUBORDINADO PARA EL 
CONTRIBUYENTE VISITADO. 
 

El citado precepto dispone que si en el cierre del acta final de la visita no estuviere presente 
el visitado o su representante, se le dejará citatorio para que esté presente a una hora 
determinada del día siguiente, y si no se presentare, el acta final se levantará ante quien 
estuviere presente en el lugar visitado. De ese precepto y de los diversos 38 y 134 a 137 del 
propio ordenamiento normativo, así como de la interpretación de este último, realizada por 
esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 
101/2007 (*), se colige que para la validez de una diligencia de notificación entendida con 
un tercero, se requiere que éste se encuentre en el domicilio; que se trate de una persona 
que tenga un vínculo con el contribuyente; y que, en aras de respetar el derecho a la 
seguridad jurídica en beneficio de los particulares, se tenga cierta certeza de que el 
contribuyente será enterado de su contenido. Ahora, conforme al marco normativo que rige 
tanto en la legislación laboral como en la civil, se advierte que respecto de menores de edad 
mayores de 16 años, éstos pueden prestar libremente sus servicios, tienen la libre 
administración de sus bienes y, por ende, gozan de capacidad jurídica, lo que lleva a 
concluir que es válida la notificación del citatorio para el levantamiento del acta final de 
visita domiciliaria entendida con los menores de referencia que presten un trabajo personal 
subordinado para el contribuyente visitado, pues tal acto se realiza con persona capaz de 
garantizar que esa actuación se hará del conocimiento oportuno del interesado. 
 

SEGUNDA SALA 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 218/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y Tercero en 
Materia Administrativa del Sexto Circuito. 10 de julio de 2013. Mayoría de tres 
votos. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica 
Sanabria Martínez. 
Tesis de jurisprudencia 140/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del catorce de agosto de dos mil trece. 
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INCONFORMIDAD. EN ESTE RECURSO EL JUZGADOR DE AMPARO DEBE 
ASEGURARSE QUE SE MATERIALICEN LOS DEBERES IMPUESTOS A LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE EN LA SENTENCIA PROTECTORA. 
 
 
Conforme al nuevo sistema previsto en los artículos 196, 201 y 203 de la Ley de 
Amparo, el órgano que conozca del juicio debe asegurarse que los deberes 
impuestos a las autoridades responsables, merced a la sentencia protectora, se 
materialicen en sus términos, y no solamente que se realicen actos preliminares 
para su consumación, pues al no existir, además del recurso de inconformidad, otro 
medio de defensa para garantizar la efectividad de esas ejecutorias o corregir los 
posibles excesos o defectos en su observancia, corresponde al juzgador vigilar, a 
través de este medio de impugnación, la satisfacción de esas obligaciones, dejando 
a salvo del estudio únicamente las consecuencias derivadas del propio 
cumplimiento para que, en su caso, se examinen en un nuevo juicio. 
 
 
SEGUNDA SALA 
 
 
Recurso de inconformidad 150/2013. Fernando Esquinca Pacheco. 4 de septiembre 
de 2013. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo 
Villeda Ayala. 
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. EL ARTÍCULO 153 
DE LA LEY ADUANERA NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
 
El numeral citado otorga al gobernado el plazo de 10 días hábiles, contados a partir 
del siguiente al en que surta efectos la notificación del acta de inicio del 
procedimiento a que se refiere el diverso numeral 150 de la misma ley, para 
ofrecer por escrito las pruebas y formular los alegatos que a su derecho convengan. 
Ahora bien, el plazo de referencia no puede ampliarse arbitrariamente, al estar 
limitado a las formalidades previstas para el dictado de la resolución, ya que el 
referido artículo 153establece la obligación de la autoridad aduanera de emitirla en 
el plazo de 4 meses si no se presentaron pruebas o con éstas no se desvirtúan los 
supuestos por los cuales se embargó precautoriamente la mercancía; de ahí que no 
vulnera el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Además, tampoco es 
factible limitar a la autoridad a un término concreto para el desahogo de las 
probanzas exhibidas, pues a partir del análisis que realice estará en condiciones de 
concluir si existen hechos u omisiones que den lugar al pago de contribuciones, 
cuotas compensatorias o a la imposición de una sanción, pero sin que se le obligue 
a realizarlo en un tiempo determinado, ya que es su atribución precisar el 
momento en que puede ejercer sus facultades. Lo anterior no faculta a la autoridad 
aduanera para efectuar el procedimiento respectivo durante todo el tiempo que 
ella considere, pues si bien el artículo 153 no establece un término para que realice 
las actuaciones indispensables para el desahogo de las pruebas ofrecidas, ello no 
implica que vulnere el principio de seguridad jurídica, en virtud de que sus 
atribuciones debe ejercerlas acorde con los artículos 123 y 130 del Código Fiscal de 
la Federación. 
 
 
SEGUNDA SALA 
 
 
Amparo directo en revisión 2298/2013. Juventino Castillo Juárez. 21 de agosto de 
2013. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda 
Marcela Arceo Zarza. 
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AMPARO DIRECTO. ES PROCEDENTE ANALIZAR EN ESTA VÍA EL DEBIDO 
CUMPLIMIENTO DADO POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA A UNA EJECUTORIA PRONUNCIADA EN EL RECURSO DE 
REVISIÓN FISCAL. 
 
 
Del examen de las disposiciones constitucionales y legales que rigen el trámite del 
recurso de revisión fiscal, se advierte que no existe un sistema de medios de 
impugnación previsto para lograr el debido cumplimiento por parte del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa de las ejecutorias que se dicten en dicho 
recurso, puesto que si bien el artículo 104, fracción I-B(actualmente fracción III), de 
la Constitución General de la República, establece que los recursos de revisión 
fiscal se sujetarán a los trámites que la propia Ley de Amparo fije para la revisión 
en amparo indirecto, ello no significa que en dichos recursos puedan agotarse los 
medios que la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales 
establece para el debido cumplimiento de una ejecutoria de amparo. En 
consecuencia, a fin de no dejar al gobernado en estado de indefensión, y ante la 
falta de un medio de defensa en la vía ordinaria para controvertir el cumplimiento 
dado por un órgano jurisdiccional del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa a una ejecutoria de revisión fiscal, si el actor en el juicio contencioso 
administrativo estima que en la sentencia de nulidad se incumplieron los extremos 
de aquélla, deberá hacerlo valer mediante la promoción de un juicio de amparo 
directo. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
 
 
AMPARO DIRECTO 220/2006. 24 de agosto de 2006. Unanimidad de votos. 
Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 
Amparo directo 278/2006. María de la Paz Córdova Rosas. 4 de octubre de 2006. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo Téllez Espinoza. Secretaria: María 
Elena Gómez Aguirre. 
Amparo directo 97/2010. Salvador Héctor Gómez Espinoza. 14 de abril de 2010. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: 
Alejandro Andraca Carrera. 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(2)
http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=24636&Clase=DetalleTesisEjecutorias


Amparo directo 506/2010. Suministros Internacionales y Acabados de México, S.A. 
de C.V. 26 de enero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretaria: Luz Idalia Osorio Rojas. 
Amparo directo 203/2013. Gas de Tecamachalco, S.A. de C.V. 10 de julio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretaria: 
Angélica Torres Fuentes. 
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DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE ADECUADO PARA EL DESARROLLO Y 
BIENESTAR. ASPECTOS EN QUE SE DESARROLLA. 
 
 
El derecho a un medio ambiente adecuado para el desarrollo y bienestar de las 
personas, que como derecho fundamental y garantía individual consagra el 
artículo 4o., párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se desarrolla en dos aspectos: a) en un poder de exigencia y un deber 
de respeto erga omnes a preservar la sustentabilidad del entorno ambiental, que 
implica la no afectación ni lesión a éste (eficacia horizontal de los derechos 
fundamentales); y b) en la obligación correlativa de las autoridades de vigilancia, 
conservación y garantía de que sean atendidas las regulaciones pertinentes 
(eficacia vertical). 
 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 
Amparo en revisión 496/2006. Ticic Asociación de Nativos y Colonos de San Pedro 
Tláhuac, A.C. 17 de enero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude 
Tron Petit. Secretaria: Sandra Ibarra Valdez. 
Amparo en revisión (improcedencia) 486/2008. Asociación de Residentes de Paseos 
de Las Lomas, A.C. 28 de enero de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza. 
Amparo en revisión (improcedencia) 230/2009. Carla Alejandra Chávez V. 24 de 
junio de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. 
Secretario: Miguel Ángel Betancourt Vázquez. 
Amparo en revisión 267/2010. Margarita Ornelas Teijo. 18 de noviembre de 2010. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia 
Peraza Espinoza. 
QUEJA 35/2013. Integradora de Empresas Avícolas de La Laguna Durango Coahuila, 
S.A. de C.V. 6 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-
Loyola Pérez. Secretario: José Pablo Sáyago Vargas. 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL EN LA VÍA SUMARIA. 
SU TRAMITACIÓN NO ES OPTATIVA EN RELACIÓN CON EL ORDINARIO. 
 

El juicio contencioso administrativo federal en la vía sumaria se instauró con el objeto de 
agilizar los procesos cuyo conocimiento corresponde al Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa; sin embargo, su tramitación no es optativa en relación con el juicio 
ordinario, ya que el artículo 14 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo establece que dentro de la demanda deberá indicarse que el juicio se 
sustanciará en la vía sumaria y, en caso de omisión, el Magistrado instructor lo tramitará así 
en los supuestos en que proceda, de conformidad con el título II, capítulo XI, del propio 
ordenamiento, por lo que no queda a elección del actor determinar la vía en la cual deba 
tramitarse su demanda de nulidad, y como los supuestos de procedencia del juicio sumario 
están claramente establecidos en la mencionada ley, el Magistrado instructor únicamente 
debe limitarse a aplicarla, concretamente, en sus artículos 14 y 58-2; sin que pueda ir más 
allá de lo que la ley lo faculta, al grado de ser quien decida la vía en que ha de tramitarse un 
juicio. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO 
 

Amparo directo 180/2012. Columbus Mckinnon de México, S.A. de C.V. 5 de julio 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Campuzano Rodríguez. 
Secretario: Juan Abad Villanueva. 
Amparo directo 190/2012. Costco de México, S.A. de C.V. 17 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: 
Gabriel Camacho Sánchez. 
Amparo directo 520/2012. Óscar Gustavo Velázquez Zavala. 11 de octubre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Campuzano Rodríguez. Secretario: Juan 
Abad Villanueva. 
Amparo directo 508/2012. Qu Ser, S.A. de C.V. 31 de octubre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Gabriel 
Camacho Sánchez. 
AMPARO DIRECTO 397/2013. 8 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jacob Troncoso Ávila. Secretaria: Verónica Lorena Osornio Plata. 
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REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CONTRA RESOLUCIONES 
DICTADAS EN CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA DE AMPARO. 
 
 
El artículo 248 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre 
de 2005, correlativo del precepto 63 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, no prevé, a contrario sensu, como hipótesis de 
improcedencia del recurso de revisión fiscal, cuando su objeto sea la resolución de 
la Sala pronunciada en cumplimiento de una ejecutoria de amparo, en la que se 
agotó la jurisdicción en relación con la cuestión controvertida; sin embargo, no 
existe obstáculo jurídico para establecer que cuando eso suceda, opera la figura 
jurídica de que se trata, en razón de que no es posible analizar nuevamente un 
tema juzgado. 
 
 
SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 
Revisión fiscal 787/2000. Titular del Órgano de Control Interno en la Lotería 
Nacional para la Asistencia Pública, por sí y en representación del Secretario de 
Contraloría y Desarrollo Administrativo. 13 de septiembre de 2000. Unanimidad de 
votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José Morales Contreras. 
Revisión fiscal 316/2006. Director General Contencioso y representante legal de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, unidad administrativa encargada de la 
defensa jurídica. 10 de enero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Adela 
Domínguez Salazar. Secretario: Luis Huerta Martínez . 
Revisión fiscal 114/2013. Directora Jurídica del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, en representación de la autoridad 
demandada del mismo instituto. 24 de abril de 2013. Unanimidad de votos. 
Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretaria: Aurora del Carmen Muñoz García. 
Revisión fiscal 148/2013. Administrador Local Jurídico del Oriente del Distrito 
Federal, en representación del Jefe del Servicio de Administración Tributaria, de la 
autoridad demandada y del Secretario de Hacienda y Crédito Público. 2 de mayo de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Juan 
Daniel Torres Arreola. 
REVISIÓN FISCAL 298/2013. Subdirector de lo Contencioso, en suplencia por 
ausencia del titular de la Dirección Jurídica del Instituto de Seguridad y Servicios 
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Sociales de los Trabajadores del Estado. 7 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. 
Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Guillermo Miguel Torres Sánchez 
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ACCESO A LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS, 
COMO DERECHO HUMANO. GOZA DE LA MISMA DIGNIDAD QUE EL ACCESO A LA 
JURISDICCIÓN DEL ESTADO. 
 
 
Los artículos 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, reconocen a favor de los gobernados 
el acceso efectivo a la jurisdicción del Estado, que será encomendada a tribunales 
que estarán expeditos para impartir justicia, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial; en ese sentido, la Constitución Federal en el citado 
artículo 17, cuarto párrafo, va más allá y además de garantizar el acceso a los 
tribunales previamente establecidos, reconoce, como derecho humano, la 
posibilidad de que los conflictos también se puedan resolver mediante los 
mecanismos alternativos de solución de controversias, siempre y cuando estén 
previstos por la ley. Ahora bien, en cuanto a los mecanismos alternativos de 
solución de controversias, se rescata la idea de que son las partes las dueñas de su 
propio problema (litigio) y, por tanto, ellas son quienes deben decidir la forma de 
resolverlo, por lo que pueden optar por un catálogo amplio de posibilidades, en las 
que el proceso es una más. Los medios alternativos consisten en diversos 
procedimientos mediante los cuales las personas puedan resolver sus 
controversias, sin necesidad de una intervención jurisdiccional, y consisten en la 
negociación (autocomposición), mediación, conciliación y el arbitraje 
(heterocomposición). En ese sentido, entre las consideraciones expresadas en la 
exposición de motivos de la reforma constitucional al mencionado artículo 17, de 
dieciocho de junio de dos mil ocho, se estableció que los mecanismos alternativos 
de solución de controversias "son una garantía de la población para el acceso a una 
justicia pronta y expedita ..., permitirán, en primer lugar, cambiar al paradigma de 
la justicia restaurativa, propiciarán una participación más activa de la población 
para encontrar otras formas de relacionarse entre sí, donde se privilegie la 
responsabilidad personal, el respeto al otro y la utilización de la negociación y la 
comunicación para el desarrollo colectivo"; ante tal contexto normativo, debe 
concluirse que tanto la tutela judicial como los mecanismos alternos de solución de 
controversias, se establecen en un mismo plano constitucional y con la misma 
dignidad y tienen como objeto, idéntica finalidad, que es, resolver los diferendos 
entre los sujetos que se encuentren bajo el imperio de la ley en el Estado 
Mexicano. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO 
 
 
Amparo en revisión 278/2012. Alfonso Ponce Rodríguez y otros. 13 de septiembre 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Enrique 
Gómez Mendoza. 
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ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA. SU CLASIFICACIÓN Y CONCEPTO. 
 
 
La actividad administrativa, debido a su considerable volumen, a la multiplicidad y 
heterogeneidad tanto de los fines perseguidos como de materias atendidas, ha 
hecho necesaria su sistematización, clasificándose, en un primer momento, en una 
acción: de policía o coacción (de imperium o coactiva), de servicio público o de 
prestación y de fomento, añadiéndose a su vez actividades de producción directa 
de bienes o servicios; arbitral o de mediación, para pasar en la actualidad a la 
planificación y programación como una forma autónoma de actividad 
administrativa y, por último, al hilo de las políticas de privatización y desregulación, 
sumándose a las anteriores una actividad de garantía de la prestación de los 
servicios entregados en la lógica de la iniciativa privada en el marco del mercado. 
En consecuencia, por función o actividad administrativa debe entenderse toda 
aquella desplegada por cualquier ente integrante de la administración pública en el 
marco de sus atribuciones, la cual incluye, excepcionalmente, los actos de los 
Poderes Legislativo y Judicial y, como producto de ello, nos encontramos ante el 
acto administrativo, como el principal, aunque no el único medio, por el cual se 
exterioriza esa voluntad. 
 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 
Amparo directo 33/2013. Telecomunicación y Equipos, S.A. de C.V. 7 de marzo de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco 
Antonio Pérez Meza. 
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ACTO ADMINISTRATIVO. EL REQUISITO DE QUE MENCIONE LOS RECURSOS QUE 
EN SU CONTRA PROCEDAN, DEBE INCLUIR TANTO AL DE REVISIÓN COMO AL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y PRECISAR SI SE TRATA DE LA VÍA 
ORDINARIA O DE LA SUMARIA (INTERPRETACIÓN CONFORME A LA 
CONSTITUCIÓN Y CONVENCIONAL DEL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XV, DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO). 
 
 
Si bien es cierto que del artículo 3, fracción XV, de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, se advierte que es un requisito del acto administrativo mencionar 
los "recursos" que en su contra procedan, también lo es que esto no debe 
interpretarse restrictivamente, únicamente en relación con los recursos en sede 
administrativa, sino que conforme al derecho humano de acceso a la justicia, 
comprende también la indicación de todo medio de impugnación idóneo y eficaz 
para combatir dicho acto, como es el juicio de nulidad, ya sea en la vía sumaria o en 
la ordinaria. A esta consideración se arriba mediante la interpretación sistemática 
del referido precepto, en relación con los diversos 83 del propio ordenamiento, 58-
2 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y 14 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, apoyada en su 
análisis conforme a los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que exigen al órgano jurisdiccional optar por aquella 
interpretación de la norma de la que derive un resultado acorde a ese Texto 
Supremo, en caso de que la norma secundaria sea oscura y admita dos o más 
entendimientos posibles; y a la luz del artículo 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, que contempla el principio pro personae como un 
criterio hermenéutico que informa todo el derecho internacional de los derechos 
humanos, en virtud del cual debe acudirse a la norma más amplia o a la 
interpretación más extensiva cuando se trata de reconocer derechos protegidos. En 
este sentido, la expresión "recursos" debe entenderse en un sentido amplio, 
puesto que la convención señalada prevé que el derecho humano de acceso a la 
justicia se satisface no por el mero hecho de que algún "recurso jurisdiccional" esté 
contenido en la legislación de un Estado, sino que debe ser efectivo, en la medida 
en que el gobernado, de cumplir con los requisitos justificados 
constitucionalmente, pueda obtener una resolución en la que, mediante la 
aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los 
derechos cuya tutela jurisdiccional ha solicitado. De ahí que el juicio contencioso 
administrativo, como medio idóneo para impugnar las resoluciones de las 
autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a 
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una instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, queda comprendido dentro de la expresión 
"recursos" del citado artículo 3, fracción XV. Por ende, en el acto administrativo 
recurrible debe mencionarse que en su contra procede tanto el recurso de revisión 
como el juicio contencioso administrativo y precisar si se trata de la vía ordinaria o 
de la sumaria (implementada esta última mediante reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010), al ser tal señalamiento una 
facultad reglada, no discrecional, del órgano del Estado, ya que se trata de un 
deber legal impuesto a la autoridad, que no queda a su libre arbitrio o capricho, 
sino sujeto a los principios de legalidad y seguridad jurídica, consagrados en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. Interpretar de manera literal la 
expresión aludida traería como consecuencia limitar el conocimiento del 
gobernado sobre el medio de defensa para impugnar el acto administrativo que le 
agravia y, por ende, una afectación a su derecho a obtener una resolución en la que 
se resuelva de fondo su pretensión. 
 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 
Amparo directo 164/2013. Automotores Cumbres, S.A. de C.V. 12 de julio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Edmundo 
Raúl González Villaum 
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ACTO ADMINISTRATIVO. LA CONSECUENCIA DE QUE LA AUTORIDAD NO 
MENCIONE EN ÉSTE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO EN LA VÍA ORDINARIA O SUMARIA EN SU CONTRA, ES 
QUE EL ADMINISTRADO GOCE DEL PLAZO DE 45 DÍAS PARA PRESENTAR 
SU DEMANDA (INTERPRETACIÓN CONFORME A LA CONSTITUCIÓN Y 
CONVENCIONAL DEL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO). 
 

Aunque conforme al artículo 7 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la falta 
de mención de los "recursos" en el acto administrativo recurrible -expresión que atendiendo 
al derecho humano de acceso a la justicia, comprende también al juicio de nulidad, tanto en 
la vía sumaria como en la ordinaria-, no es un elemento esencial de validez, cuya ausencia 
configure su nulidad, tal irregularidad impide al gobernado un efectivo acceso a la 
jurisdicción, ante la legal procedencia de dos vías diferentes para ello. Por ende, en respeto 
irrestricto al diverso derecho humano a la tutela judicial efectiva, cuando la autoridad 
administrativa, en el acto impugnado, no mencione la procedencia del juicio contencioso 
administrativo en su contra u omita especificar si es en la vía ordinaria o sumaria, debe 
optarse por una interpretación conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y a los derechos humanos que ofrezca en favor de la persona un acceso a la 
justicia y elegir aquella que garantice un mayor plazo para acudir oportunamente a 
presentar la demanda de nulidad, esto es, el de cuarenta y cinco días previsto para la 
promoción del juicio ordinario, independientemente de que el procedimiento que deba 
llevarse por el tribunal se ajuste a la correspondiente vía que legalmente proceda. De esta 
forma se garantiza que la pretensión del particular pueda ser estudiada y se impide la 
irreparabilidad de alguna contravención al orden jurídico, mediante una protección más 
amplia a los derechos fundamentales del gobernado. De no estimarlo en ese sentido, es 
decir, de considerar el plazo menor para la promoción del juicio de nulidad en la vía 
sumaria -quince días-, aun cuando ésta sea la procedente, sería una sanción desproporcional 
contra el administrado, no obstante que se configure un incumplimiento de la autoridad, 
quien incluso resultaría beneficiada por su propio vicio derivado de no acatar el deber legal 
que le corresponde, en agravio del derecho humano del quejoso al acceso efectivo a la 
jurisdicción, consagrado en los artículos 17 constitucional y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Esto es así, toda vez que ignorar la efectividad de tal 
señalamiento implicaría desconocer que la falta de técnica y acuciosidad de la autoridad 
fiscal redunde irremediablemente en perjuicio de los derechos humanos de seguridad y 
certeza jurídicas establecidos a favor de los particulares. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
CUARTO CIRCUITO 
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Amparo directo 164/2013. Automotores Cumbres, S.A. de C.V. 12 de julio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Edmundo 
Raúl González Villaumé. 
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AMPARO CONTRA LEYES FISCALES. LA CANTIDAD QUE CORRESPONDE DEVOLVER 
AL QUEJOSO CON MOTIVO DE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL OTORGADA 
CONTRA UNA NORMA QUE PREVÉ EL PAGO DE UNA CONTRIBUCIÓN DEBE 
INCLUIR SU ACTUALIZACIÓN, CALCULADA DESDE LA FECHA EN QUE SE EFECTUÓ 
EL ENTERO DEL TRIBUTO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013). 
 
 
Ha sido criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que los 
alcances del amparo concedido al particular contra una norma con sustento en la 
cual se haya enterado una contribución, además de traducirse en que no se vuelva 
a aplicar la disposición en perjuicio del gobernado, trae aparejada implícitamente la 
obligación a cargo de las autoridades fiscales de devolver a los contribuyentes las 
cantidades pagadas indebidamente, pues sólo así se logra la restitución en la 
garantía constitucional violada, en términos del artículo 80 de la Ley de Amparo, 
vigente hasta el 2 de abril de 2013. Para colmar tal extremo, la cantidad a devolver 
debe, necesariamente, reflejar un poder adquisitivo análogo al que tenía la suma 
pagada por el gobernado a la hacienda pública, lo cual se logra mediante su 
actualización, pues ésta no es más que el resultado de darle al monto cuya 
devolución proceda su valor actual al momento en que sea reintegrado al 
agraviado; consecuentemente, el cálculo relativo debe efectuarse tomando como 
punto de partida la fecha en que se realizó el entero con sustento en la norma 
declarada inconstitucional. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 
Amparo directo 321/2013. Albago, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Paúl Francisco González de la 
Torre. 
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COMPENSACIÓN DE OFICIO ESTABLECIDA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
23 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. CUANDO EXISTA UNA SENTENCIA 
EJECUTORIADA QUE ORDENA DEVOLVER AL CONTRIBUYENTE UNA CANTIDAD DE 
DINERO POR CONCEPTO DE ALGUNA CONTRIBUCIÓN ES INAPLICABLE DICHA 
FACULTAD. 
 
 
La facultad que tienen las autoridades fiscales de compensar, de oficio, las 
cantidades que los contribuyentes tengan derecho a recibir de ellas por cualquier 
concepto, contra las que estén obligados a pagar por adeudos propios o por 
retención a terceros, cuando hayan quedado firmes por cualquier causa, 
establecida en el último párrafo del artículo 23 del Código Fiscal de la Federación, 
debe quedar limitada a la sede administrativa. Por tanto, cuando exista una 
sentencia ejecutoriada que ordena devolver al contribuyente una cantidad de 
dinero por concepto de alguna contribución es inaplicable dicha facultad, pues su 
observancia y cumplimiento son de orden público y, por ello, no puede quedar al 
arbitrio de la autoridad retener al contribuyente el importe del numerario objeto 
de la condena a devolver, so pretexto de ejercer la facultad de trato, salvo que 
exista anuencia del contribuyente. Lo anterior es así, pues el respeto a la institución 
de la cosa juzgada, como fin último de la impartición de justicia a cargo del Estado, 
en cuanto a que su inmutabilidad, eficacia y ejecutabilidad, materializa respecto de 
quienes fueron parte en el juicio, sus garantías de seguridad y certeza jurídicas y, 
consecuentemente, su cumplimiento no puede quedar sujeto a otras 
circunstancias, como es el ejercicio de la referida facultad. 
 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
OCTAVO CIRCUITO 
 
 
Amparo en revisión 165/2013. Global Sourcing de México, S.A. de C.V. y coag. 18 
de julio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: René Silva de los Santos. 
Secretario: Luis González Bardán. 
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CONTRIBUCIÓN OMITIDA. DECLARACIONES QUE PUEDEN TOMARSE EN CUENTA 
PARA DETERMINARLA EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 41 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
 
La autoridad fiscalizadora, después del tercer requerimiento que formula a los 
sujetos que no presenten su declaración periódica para el pago de contribuciones 
dentro de los plazos señalados en las disposiciones fiscales, respecto de la misma 
obligación, en términos de la fracción II del artículo 41 del Código Fiscal de la 
Federación, podrá hacer efectiva una cantidad igual al monto mayor que el 
contribuyente hubiera determinado a su cargo en cualquiera de las seis últimas 
declaraciones de la contribución de que se trate, la cual tiene la naturaleza de una 
contribución omitida; para ello, conforme al diverso numeral6o. de ese 
ordenamiento, pueden tomarse en cuenta declaraciones del propio tributo, pero 
de diverso ejercicio a aquel al que corresponda la omitida, siempre que la norma 
aplicada haya estado vigente en todas ellas; además, no es una exigencia legal que 
se tomen en cuenta declaraciones consecutivas, incluso, pueden ser posteriores a 
la que motivó la determinación, pues la citada fracción II refiere que se trate de las 
seis últimas, pero no que sean las seis anteriores a la omitida, por lo que se 
entiende que debe estarse a las anteriores, pero a la fecha en que se hace la 
determinación por la autoridad, ya que se trata de un parámetro objetivo basado 
en el comportamiento fiscal del contribuyente durante dicho periodo. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO 
DEL DECIMO SEXTO CIRCUITO 
 
 
Amparo directo 274/2013. Express MG, S.A. de C.V. 4 de julio de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Edgar Martín Gasca de 
la Peña. 
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CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD O DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO DEBEN REALIZAR 
EL DE ALGÚN PRECEPTO DE LA LEY DE AMPARO APLICADO EN EL 
JUICIO, AL RESOLVER EL RECURSO DE REVISIÓN. 
 

Si bien es cierto que es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que el recurso 
de revisión no está previsto en el sistema constitucional como una de las formas de control 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino exclusivamente como un 
medio técnico de optimizar la función realizada por el juzgador primario en el juicio de 
amparo, por lo que es improcedente el recurso que pretenda impugnar la constitucionalidad 
de la Ley de Amparo aplicada en la sentencia recurrida, también lo es que con motivo de la 
reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 
2011, específicamente al artículo 1o., y atento a los principios de progresividad y pro 
persona en él previstos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus 
competencias, están obligadas a efectuar el control de constitucionalidad, o bien, de 
convencionalidad ex officio, a efecto de velar por los derechos humanos contenidos en la 
Constitución Federal y en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado 
Mexicano y a adoptar la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate. 
Bajo esa perspectiva, por mayoría de razón y en atención a los lineamientos establecidos en 
la tesis P. LXVII/2011 (9a.), del Pleno del Máximo Tribunal del País, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, 
diciembre de 2011, página 535, de rubro: "CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD.", 
los Tribunales Colegiados de Circuito deben realizar el control de constitucionalidad o de 
convencionalidad ex officio de algún precepto de la Ley de Amparo aplicado en el juicio, al 
resolver el recurso de revisión, a fin de no dejar en estado de indefensión al recurrente. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO 
 

Amparo en revisión (improcedencia) 4/2013. Hermes Edificaciones y 
Construcciones, S.A. de C.V. y Banco Interacciones, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Interacciones. 3 de mayo de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Antonio Campuzano Rodríguez. Secretaria: Ioana Alida Casarín 
Hernández. 
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CRITERIOS INTERNOS EMITIDOS POR LAS AUTORIDADES FISCALES CON BASE EN 
EL PENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. NO GENERAN OBLIGACIÓN ALGUNA A LOS CONTRIBUYENTES Y 
SÓLO LES OTORGAN DERECHOS CUANDO SE PUBLIQUEN EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN. 
 
 
La referida porción normativa, interpretada armónicamente con el diverso 
artículo 35 del propio código, establece una atribución conferida a las autoridades 
fiscales para dar a conocer los criterios internos que deben seguir en la aplicación 
de las normas tributarias, salvo aquellos que, a su juicio, tengan el carácter de 
confidenciales, es decir, se refiere a interpretaciones que esas autoridades realizan 
de cualquier disposición de observancia general que incide en el ámbito fiscal, bien 
sea una ley, un reglamento o una regla general administrativa, por lo que, por su 
propia naturaleza, no generan obligación alguna a los contribuyentes, sino que 
únicamente son ilustrativas del alcance de dichas normas, y sólo les otorgan 
derechos en caso de que se publiquen en el Diario Oficial de la Federación. 
 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 
Amparo directo 239/2013. Francisco Gerardo Noriega García. 12 de julio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. Secretaria: 
Zarahí Escobar Acosta. 
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DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. LOS ARTÍCULOS PRIMERO, TERCERO Y QUINTO 
TRANSITORIOS DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 
2013, AL ESTABLECER UN PLAZO MENOR QUE EL DE LA LEY ABROGADA PARA 
PRESENTARLA EN EL CASO DE QUE LA SENTENCIA RECLAMADA SE HAYA EMITIDO 
Y NOTIFICADO ANTES DE LA FECHA INDICADA, SON INCONVENCIONALES Y DEBEN 
INAPLICARSE, POR SER CONTRARIOS AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA. 
 
 
De acuerdo con los artículos primero, tercero y quinto transitorios de la Ley de 
Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, los ejidatarios o comuneros tienen 
quince días para presentar su demanda de amparo directo en el caso de que la 
sentencia reclamada se haya emitido y notificado antes de la entrada en vigor del 
referido ordenamiento. En estas condiciones, los mencionados preceptos 
transitorios, al establecer un plazo menor que el de la ley abrogada en la indicada 
hipótesis, son inconvencionales y su control debe efectuarse ex officio, por ser 
contrarios al derecho humano de acceso a la justicia, lo cual representa una 
violación a los artículos 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues 
por razones de seguridad jurídica es necesario fijar parámetros y reglas procesales 
que generen equidad entre las partes contendientes en un juicio. Por tanto, deben 
inaplicarse los artículos inicialmente citados y atenderse al plazo de treinta días que 
establecía el artículo 218 de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 del mes y año 
señalados, para admitir la demanda. 
 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
OCTAVO CIRCUITO 
 
 
Amparo directo 238/2013. Juan Estrada Flores. 27 de junio de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: Pedro Fernando Reyes Colín. Secretario: Odón Enrique 
Hernández Escobedo. 
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EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. AL MOMENTO DE REQUERIR SU 
CUMPLIMIENTO, EL JUZGADOR DEBE INDIVIDUALIZAR EL MONTO DE LA MULTA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 192, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO Y NO 
EN UN ACUERDO POSTERIOR (INTERPRETACIÓN DEL CONCEPTO "DESDE LUEGO"). 
 
 
La base toral de las facultades que la ley otorga a las autoridades para actuar con el 
propósito de lograr la finalidad que la misma les señala, implica la posibilidad de 
optar entre dos o más decisiones, y se encuentra subordinado a que se respeten 
los presupuestos procesales para hacer cumplir sus determinaciones. En este 
sentido, el artículo 192, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 
3 de abril de 2013, establece que en la notificación que se haga a la responsable se 
le requerirá para que cumpla con la ejecutoria dentro del plazo de tres días, 
apercibida que de no hacerlo, sin causa justificada, se impondrá a su titular una 
multa que se determinará desde luego. Ahora bien, el Diccionario de la Lengua 
Española de la Real Academia Española, en su vigésima segunda edición, define el 
vocablo "luego" como el adverbio de tiempo que tiene por significado 
"prontamente, sin dilación"; a partir de lo anterior, el propio instrumento en 
consulta define la locución adverbial "desde luego" como aquello que debe ocurrir 
"inmediatamente, sin tardanza". De esta manera, el presupuesto procesal que 
estableció el legislador para la imposición de esa multa, consiste en que ésta se 
determine "desde luego", esto es, inmediatamente, sin tardanza; por tanto, al 
requerir el cumplimiento de la sentencia en que se concedió el amparo, el juzgador 
debe individualizar su monto y no en un acuerdo posterior. 
 
 
DECIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 
Queja 48/2013. Presidente de la Junta Especial Número Quince de la Local de 
Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal. 15 de agosto de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Héctor Landa Razo. Encargada del engrose: María del Rosario Mota 
Cienfuegos. Secretario: Armando Guadarrama Bautista. 
Queja 67/2013. María Josefina Tapia Bárcenas, por propio derecho y en su carácter 
de Presidenta de la Junta Especial Número Diez de la Local de Conciliación y 
Arbitraje del Distrito Federal. 25 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. 
Ponente: Héctor Landa Razo. Secretaria: Ahideé Violeta Serrano Santillán. 
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FACULTADES DE COMPROBACIÓN PARA REVISAR LOS DOCUMENTOS 
PRESENTADOS DURANTE EL DESPACHO ADUANERO UNA VEZ TERMINADO ÉSTE. 
LA CITA DEL ARTÍCULO 152 DE LA LEY DE LA MATERIA, VIGENTE HASTA EL 27 DE 
ENERO DE 2012, EN LA RESOLUCIÓN DERIVADA DE SU EJERCICIO, NO TRAE COMO 
CONSECUENCIA LA APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1A./J. 40/2009 SOBRE SU 
INCONSTITUCIONALIDAD. 
 
 
En la jurisprudencia 1a./J. 40/2009, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, página 290, de 
rubro: "FACULTADES DE COMPROBACIÓN SOBRE MERCANCÍAS DE DIFÍCIL 
IDENTIFICACIÓN. EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY ADUANERA, AL NO ESTABLECER UN 
PLAZO CIERTO PARA QUE LA AUTORIDAD EMITA Y NOTIFIQUE EL ACTA DE 
OMISIONES O IRREGULARIDADES, VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.", 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que el 
artículo 152 de la Ley Aduanera, vigente hasta el 27 de enero de 2012, es 
inconstitucional porque, al no establecer un plazo para que la autoridad elabore y 
notifique el acta de irregularidades respecto de mercancías de difícil identificación, 
infringe el principio de seguridad jurídica. Es importante tener en cuenta que dicho 
criterio, al referirse a las mercancías de difícil identificación, expresamente aludió a 
la obligación de las autoridades aduaneras -contenida en los artículos 44 y 45 de la 
referida ley- de tomar muestras de aquéllas y mandarlas examinar para determinar 
su naturaleza y composición, tan es así que de forma destacada sostuvo como 
motivo de inconstitucionalidad del precepto legal mencionado inicialmente, el 
riesgo de que se prolongue demasiado el lapso entre la toma de muestras y la 
notificación del escrito o acta de irregularidades. Luego, si la autoridad aduanera 
ejerció sus facultades de comprobación para revisar los documentos presentados 
durante el despacho aduanero una vez terminado éste, se trata de un 
procedimiento diverso al examinado en la citada jurisprudencia, que se realiza en 
las oficinas de las autoridades y sin la presencia de las mercancías, esto es, con 
base en documentos y fotografías y no en la toma de muestras de aquéllas. Por 
tanto, aun cuando en la resolución correspondiente, por ejemplo, en la que se 
determine un crédito fiscal porque la mercancía no corresponda a la que señaló el 
importador en el pedimento (incorrecta clasificación arancelaria), se cite el aludido 
artículo 152, esa circunstancia no trae como consecuencia la aplicación del referido 
criterio. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 
Amparo directo 209/2013. Javier Pérez González. 4 de julio de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: Jorge Meza Pérez. Secretaria: Marina Chapa Cantú. 
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INCONSTITUCIONALIDAD E INCONVENCIONALIDAD DEL ARTÍCULO QUINTO 
TRANSITORIO, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA NUEVA LEY DE AMPARO POR SER 
RETROACTIVO, AL AFECTAR SITUACIONES JURÍDICAS ACAECIDAS CON 
ANTERIORIDAD A SU ENTRADA EN VIGOR. 
 
 
El artículo quinto transitorio, segundo párrafo, de la nueva Ley de Amparo, al 
afectar situaciones jurídicas acaecidas con anterioridad a su entrada en vigor, 
resulta retroactivo y, por ende, violatorio al artículo 14, primer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y artículo 8 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Ello es así, ya que de la interpretación 
sistemática de ese precepto transitorio con el diverso numeral 17 de ese mismo 
ordenamiento legal, se desprende que el término para que los ejidatarios o 
comuneros promuevan demanda de garantías se redujo a 15 días, no obstante que 
la ley anterior contemplaba el lapso de 30 días, y lejos de que el referido artículo 
transitorio respetara el término de 30 días, en el caso de que el mismo estuviera 
corriendo al momento de la presentación de la demanda de amparo, lo reduce a 15 
días, por lo cual afecta el debido proceso, ya que disminuye la oportunidad del 
gobernado para ejercitar la acción de amparo, sin que el transcurso del plazo 
establecido en la ley anterior dependa de los supuestos previstos en la nueva 
normatividad. 
 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS DE TRABAJO Y ADMINISTRATIVA DEL 
DECIMO TERCER CIRCUITO 
 
 
Amparo directo 434/2013. Heriberto Ramírez Martínez. 30 de julio de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Allier Campuzano. Secretaria: Araceli Cuéllar 
Mancera. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo Primero, Título 
Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil 
tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación de las tesis que 
emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la verificación de la 
existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 
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INDEMNIZACIÓN POR DAÑO PATRIMONIAL. NO OBSTANTE QUE EN EL ESTADO 
DE CHIAPAS AÚN NO SE EMITE LA LEY SECUNDARIA A TRAVÉS DE LA CUAL SE DÉ 
EFICAZ CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, QUE PREVÉ LA ACCIÓN RELATIVA, ES VÁLIDO 
EJERCERLA CONTRA UN ENTE PÚBLICO DE DICHA ENTIDAD FEDERATIVA, PARA LO 
CUAL PUEDE APLICARSE, EN LO CONDUCENTE, LA LEY FEDERAL DE 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
 

La acción de indemnización por daño patrimonial atribuido al Estado está prevista 
en el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con 
motivo de la adición de su segundo párrafo, mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, de cuyo artículo único 
transitorio se deduce que dicha porción normativa entraría en vigor el 1o. de enero 
de 2004 y que la Federación, las entidades federativas y los Municipios debían 
expedir las leyes o realizar las modificaciones necesarias, según sea el caso, a fin de 
proveer el debido cumplimiento de dicha acción, así como para incluir en sus 
respectivos presupuestos una partida para hacer frente a su responsabilidad 
patrimonial. De esta manera, se expidió la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado, pero en el orden jurídico del Estado de Chiapas aún no se 
emite la ley secundaria a través de la cual se dé eficaz cumplimiento a la referida 
norma constitucional, ni se han efectuado las reformas conducentes para que la 
indemnización ahí prevista se otorgue después de sustanciado un procedimiento 
administrativo en el que se determine sobre la procedencia o no del monto 
reclamado en ese concepto. No obstante, tal omisión legislativa no debe 
representar un obstáculo para que los gobernados puedan ejercer la señalada 
acción constitucional contra un ente público de dicha entidad federativa, pues las 
autoridades deben buscar los medios afines para garantizar la eficacia en el 
ejercicio de ese derecho fundamental; de ahí que sea válido que los justiciables 
ejerzan la acción de indemnización por daño patrimonial, para lo cual puede 
aplicarse, en lo conducente, la indicada legislación federal, por ser el ordenamiento 
jurídico más afín. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
OCTAVA REGION 
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Amparo directo 350/2013 (expediente auxiliar 497/2013). Necsaleth Vázquez Cruz. 
21 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. 
Secretaria: Dulce Guadalupe Canto Quintal. 
Amparo directo 351/2013 (expediente auxiliar 498/2013). Virginia Evangelina 
Domínguez González. 21 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Edgar 
Bruno Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones 
de Magistrado. Secretario: Juan Carlos Corona Torres. 
Amparo directo 355/2013 (expediente auxiliar 499/2013). Alida Mandujano 
Cervantes. 21 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Ramón 
Rodríguez Minaya. Secretaria: Claudia Luz Hernández Sánchez. 
Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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INFORMACIÓN PÚBLICA. EL MONTO DE LAS CANTIDADES PAGADAS POR 
PETRÓLEOS MEXICANOS A SU SINDICATO EN TÉRMINOS DE LAS OBLIGACIONES 
ASUMIDAS EN SU CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, DISTINTAS DE LOS 
DESCUENTOS QUE REALIZA AL SALARIO DE SUS TRABAJADORES POR CONCEPTO 
DE CUOTAS SINDICALES, CONSTITUYE UN DATO QUE SE DEBE DAR A CONOCER A 
LOS TERCEROS QUE LO SOLICITEN. 
 
 
Al resolver la contradicción de tesis 333/2009, la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación estableció que para determinar si la información con que 
cuenta Petróleos Mexicanos, relativa a los montos que entrega a su sindicato es 
pública o no, se debe atender a su fuente de obtención: si su fuente se encuentra 
en el derecho público y es obtenida en ejercicio de sus funciones como ente 
público, entonces se debe considerar pública; pero si la fuente de obtención se 
halla en el derecho privado y en sus funciones como patrón, entonces se debe 
considerar privada por referirse a la vida interna del sindicato. Ahora, de la 
interpretación de los artículos 2o., 3o., penúltimo párrafo y 4o. de la Ley Orgánica 
de Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios, vigente hasta el 28 de 
noviembre de 2008, se advierte que Petróleos Mexicanos, como organismo 
descentralizado de la administración pública federal, cuenta con un patrimonio 
propio que puede estar constituido por diversos recursos y ser aplicado para el 
cumplimiento de los convenios, contratos o pactos que celebre con personas físicas 
o morales, siempre que se relacionen con su objeto, como ocurre con el Contrato 
Colectivo de Trabajo 2011-2013, celebrado con el Sindicato de Trabajadores 
Petroleros de la República Mexicana, de cuyo análisis se advierte que dicho 
organismo descentralizado asumió la obligación de pagar a su sindicato cantidades 
adicionales a las que debe entregar con motivo de los descuentos que realiza al 
salario de los trabajadores por concepto de cuotas sindicales, en términos del 
artículo110, fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo, cantidades que, por ende, se 
entregan con cargo a su patrimonio, sujeto a la obligación de rendición de cuentas. 
Por tanto, la información relativa a las cantidades distintas de las cuotas sindicales 
que Petróleos Mexicanos debe entregar a su sindicato con cargo a su patrimonio se 
debe considerar pública, en tanto se refiere a datos que provienen del ejercicio de 
sus funciones de derecho público, como es la aplicación de recursos para el 
cumplimiento de su objeto. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 
Amparo en revisión 199/2013. Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República 
Mexicana. 11 de julio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Ronzon 
Sevilla. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 
333/2009 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 1804. 
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INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LO TIENE 
QUIEN SE ENCUENTRA OBLIGADO A SATISFACER REQUISITOS TÉCNICOS Y DE 
SEGURIDAD EN LA REALIZACIÓN DE SUS ACTIVIDADES A FIN DE NO AFECTAR A 
LOS PREDIOS COLINDANTES CON SUS INSTALACIONES, PARA CUESTIONAR LA 
LEGALIDAD DEL OTORGAMIENTO DE LICENCIAS Y LA EMISIÓN DE ACUERDOS DE 
AUTORIZACIÓN PARA LA CONSTRUCCIÓN DE CONJUNTOS HABITACIONALES EN 
ESE TIPO DE INMUEBLES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 
 

De conformidad con el artículo 231 del Código de Procedimientos Administrativos 
del Estado de México, pueden intervenir en el juicio contencioso administrativo los 
particulares que cuenten con un interés legítimo que funde su pretensión, en el 
entendido de que la previsión legal de este tipo de interés es una solución para 
otorgar el acceso a la jurisdicción del Estado en aquellos casos en que los deberes u 
obligaciones de las autoridades no están puntualmente definidos en la ley y el 
gobernado no tiene derechos específicamente establecidos, pero sí una posición 
frente a la ley que lo distingue de los demás. En ese contexto, quien se encuentra 
obligado a satisfacer requisitos técnicos y de seguridad en la realización de sus 
actividades para no afectar a los predios colindantes con sus instalaciones, tiene 
una situación particular diferente a la de cualquier otro gobernado, por lo que 
cuenta con un interés cualificado que lo legitima a acudir ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo a cuestionar la legalidad del otorgamiento de licencias 
y la emisión de acuerdos de autorización para la construcción de conjuntos 
habitacionales en dicho tipo de inmuebles, pues tales actos podrían afectar la 
regularidad de su actividad por las normas generales que debe cumplir, como son 
las leyes, reglamentos o normas oficiales mexicanas. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 287/2012. Gas Metropolitano, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermina Coutiño Mata. Secretario: Carlos 
Bahena Meza. 
Amparo directo 288/2012. Uni-Gas, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermina Coutiño Mata. Secretario: Carlos 
Bahena Meza. 
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Amparo directo 289/2012. Gasomático, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermina Coutiño Mata. Secretario: Carlos 
Bahena Meza. 
Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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JUZGADOS DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 
ASUNTOS EN LOS QUE SE SURTE SU COMPETENCIA POR MATERIA. 
 
 
Del "Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los 
artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones.", publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, se advierte que dichos preceptos 
establecen como una nueva materia de subespecialización, dentro de la 
administrativa, el derecho de las telecomunicaciones, el cual, de conformidad con 
la propia reforma, guarda relación con todo lo relativo a la radiodifusión y las 
telecomunicaciones. Así, el derecho administrativo constituye el género, mientras 
que el de las telecomunicaciones es una de sus especies, considerada, por rango 
constitucional, una especialidad técnica que requiere mayores conocimientos, 
concretos y especiales. En ese sentido, la competencia por materia en favor de los 
mencionados órganos jurisdiccionales, se surte en aquellos asuntos que impliquen 
dirimir una controversia que comprenda temas técnicos de la regulación en 
materia de telecomunicaciones y radiodifusión, aplicando el marco normativo que 
engloba dichas actividades. PRIMER TRIBUNA 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONOMICA RADIODIFUSION Y 
TELECOMUNICACIONES CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y 
JURISDICCION EN TODA LA REPUBLICA 
 
 
Competencia 1/2013. Suscitada entre el Juzgado Primero de Distrito en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito Federal, y jurisdicción en toda la 
República y el Juzgado Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito 
Federal. 3 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Urbano 
Martínez Hernández. Secretario: Jorge Jesús Beltrán Pineda. 
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LEX ARTIS AD HOC. SU CONCEPTO EN MATERIA MÉDICA. 
 

La medicina no es una ciencia exacta, por lo que no puede pronosticar ni asegurar 
resultados favorables en todos los casos, dado que hay limitaciones propias del 
profesional en la interpretación de los hechos, como cuando el cuadro clínico no se 
manifiesta completamente, el paciente no comprende los riesgos y beneficios de 
un procedimiento diagnóstico o terapéutico, o entrega información incompleta de 
sus síntomas; además, las circunstancias en que se da una relación clínica pueden 
limitar la certeza del diagnóstico y la eficacia de medidas terapéuticas. En estas 
condiciones, dada la gran variabilidad y complejidad que rodean a una condición 
clínica concreta, algunas dependientes del profesional, otras de las condiciones 
particulares del paciente, de los recursos o infraestructura que se disponga y, 
finalmente, por las circunstancias que la rodean, es imposible aplicar la misma 
normativa en todos los casos, sino que éstas deben adecuarse al caso concreto. Por 
tanto, puede decirse que la lex artis ad hoc es un concepto jurídico indeterminado 
que debe establecerse en cada caso, en el que el médico, a través de un proceso de 
deliberación, aplica las medidas con prudencia a la situación clínica concreta y en la 
medida de las condiciones reinantes. En la órbita del derecho comparado, la Sala 
de lo Civil del Tribunal Supremo español ha delineado paulatinamente el referido 
término hasta definirlo como "aquel criterio valorativo de la corrección del 
concreto acto médico ejecutado por el profesional de la medicina-ciencia o arte 
médico que tiene en cuenta las especiales características de su autor, de la 
profesión, de la complejidad y trascendencia vital del paciente y, en su caso, de la 
influencia en otros factores endógenos -estado e intervención del enfermo, de sus 
familiares, o de la misma organización sanitaria-, para calificar dicho acto de 
conforme o no con la técnica normal requerida (derivando de ello tanto el acervo 
de exigencias o requisitos de legitimación o actuación lícita, de la correspondiente 
eficacia de los servicios prestados y, en particular, de la posible responsabilidad de 
su autor/médico por el resultado de su intervención o acto médico ejecutado)." 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 147/2013. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría 
de la Función Pública, encargado de la defensa jurídica del titular del Área de 



Responsabilidades del Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 20 de junio de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Alfredo A. Martínez Jiménez. 
Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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NULIDAD DEL REQUERIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES OMITIDAS, POR 
FALTA DE FIRMA AUTÓGRAFA DEL FUNCIONARIO EMISOR. DEBE DECLARARSE, 
ADEMÁS, LA DE TODOS LOS ACTOS QUE SON CONSECUENCIA NECESARIA, SE 
APOYARON O DE ALGUNA FORMA ESTUVIERON CONDICIONADOS POR AQUÉL, AL 
SER FRUTOS DE UNO VICIADO, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL JUICIO SEA 
IMPROCEDENTE RESPECTO DE CUALQUIERA DE ÉSTOS, CONSIDERADOS COMO 
DESTACADOS. 
 

Si la Sala Fiscal determina la ilegalidad de un requerimiento de obligaciones 
tributarias omitidas, por falta de firma autógrafa del funcionario emisor -requisito 
establecido en el artículo 38, fracción V, del Código Fiscal de la Federación- y 
declara su nulidad, debe hacerlo, además, respecto de todos los actos que son 
consecuencia necesaria, se apoyaron o de alguna forma estuvieron condicionados 
por aquél, en tanto que la conclusión de su ilegalidad implica su ineficacia jurídica 
y, por ende, todos los actos que emanen de él constituyen frutos de uno viciado. Lo 
anterior, con independencia de que el juicio de nulidad sea improcedente respecto 
de cualquiera de éstos (por ejemplo, determinación de créditos fiscales), 
considerados como destacados, dado que su ilegalidad se da como consecuencia 
de la del que los originó y, por tanto, no pueden subsistir y surtir efecto legal 
alguno, aunado a que la referida improcedencia, en todo caso, únicamente 
imposibilita a la Sala a analizar y declarar la nulidad de esos actos por vicios 
propios. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 140/2013. Urbanizaciones y Obras Integrales de Monterrey, S.A. de 
C.V. 13 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretaria: Zarahí Escobar Acosta. 
Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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NOTIFICACIÓN POR BOLETÍN ELECTRÓNICO EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. FORMA DE CUMPLIR SUS REQUISITOS. 
 

Conforme al artículo 69 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
los datos que debe contener la notificación por boletín electrónico son: la denominación de 
la Sala, la ponencia del Magistrado que corresponda, el nombre del particular, la 
identificación de las autoridades a notificar, la clave del expediente y el contenido del auto 
o resolución. Así, para satisfacer el segundo de dichos requisitos, es insuficiente la cita del 
número del expediente, pues aunque alguno de los elementos de éste pudiera referirse a la 
ponencia a la que corresponde el asunto, las partes desconocen esa información, por lo que 
no es factible que la deduzcan de aquél y, para cumplir el último, el contenido del auto o 
resolución puede precisarse sintetizadamente, pero de manera que el destinatario conozca 
los términos en que se emitió. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
 

Amparo directo 350/2013. Llantera Aguascalientes, S.A. de C.V. 21 de mayo de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. Secretaria: 
Adriana Margarita Ramírez Espinosa. 
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PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. SE ENCUENTRA ESTABLECIDO EN DOS SENTIDOS, 
VERTICAL Y HORIZONTAL, RESPECTO DE LA IMPUGNACIÓN DE ACTOS DE 
TRIBUNALES JUDICIALES, ADMINISTRATIVOS O DEL TRABAJO EN EL JUICIO DE 
AMPARO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013). 
 

De los artículos 73, fracciones XIII y XVIII, y 114, fracción IV, de la Ley de Amparo, 
este último en sentido contrario, se concluye que el principio de definitividad en el 
juicio de amparo, respecto de los actos de tribunales judiciales, administrativos o 
del trabajo se establece en dos sentidos, cuyo incumplimiento puede originar la 
improcedencia del juicio de garantías. El primero, en sentido vertical, 
tradicionalmente denominado principio de definitividad, sin mayor precisión, 
consiste en la obligación de agotar el recurso o medio de defensa legal dentro del 
procedimiento por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados 
los actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, aun cuando la parte 
agraviada no los hubiese hecho valer oportunamente, salvo lo que se dispone para 
los terceros extraños (artículo 73, fracción XIII, de la Ley de Amparo). El segundo, 
en sentido horizontal, consiste en la imposibilidad de promover el juicio de amparo 
en contra de actos dentro de juicio que no tengan sobre las personas o las cosas 
una ejecución que sea de imposible reparación, lo que implica que el gobernado 
deberá esperar hasta que se dicte la sentencia de fondo para controvertir la posible 
violación cometida a través del juicio de amparo directo (artículos 73, fracción 
XVIII, y 114, fracción IV, de la Ley de Amparo, este último en sentido contrario). 
Respecto de este supuesto debe señalarse que si bien es cierto no se trata del 
concepto tradicional del principio de definitividad en el juicio de amparo, es 
oportuno referirse al mismo como tal, pues con ello se manifiesta la obligación de 
esperar hasta el dictado de la sentencia de fondo para controvertir la posible 
violación cometida a través del juicio de amparo directo, y a fin de distinguirlo, es 
oportuno designarlo como sentido horizontal. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 223/2013. Miguel Quirós Magallanes. 4 de septiembre de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo Téllez Espinoza. Secretario: 
Álvaro Lara Juárez. 

javascript:AbrirModal(1)


Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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PROPIEDAD INDUSTRIAL. DEFINICIÓN DE MÉTODOS DE TRATAMIENTO 
QUIRÚRGICO, TERAPÉUTICO O DE DIAGNÓSTICO, PARA EFECTOS DEL ARTÍCULO 
19, FRACCIÓN VII, DE LA LEY RELATIVA. 
 

El artículo 19, fracción VII, de la Ley de la Propiedad Industrial establece que no 
serán considerados como invenciones los métodos de tratamiento quirúrgico, 
terapéutico o de diagnóstico aplicables al cuerpo humano y los relativos a 
animales. Así, de la interpretación sistemática, conforme y teleológica de este 
precepto, se colige que los métodos de tratamiento a que se refiere son aquellas 
medidas y acciones técnicas prescritas por los profesionales de la salud para 
proporcionar al individuo protección, promoción y restauración de su salud, es 
decir, como tratamiento curativo de una enfermedad o corrección de una 
disfunción del cuerpo humano o animal, que como tales no son patentables, 
aunque podrían serlo los productos utilizados durante la aplicación de tales 
métodos (medicamentos y dispositivos médicos) o los respectivos procesos de 
producción o procedimientos tecnificados para mejorar la eficiencia de la sustancia 
administrada. Lo anterior es así, porque en atención a los fines de la norma, los 
referidos métodos deben mantenerse abiertos para su libre explotación, acorde 
con el equilibrio de los principios de protección de la propiedad industrial y el 
derecho a la salud, cuyo respeto exige el esquema constitucional y legal, pues no 
suprime el derecho de propiedad industrial en invenciones relacionadas con la 
materia médica y, en cambio, mantiene la apertura de los conocimientos técnicos 
para el aprovechamiento de la población. Por otra parte, esta interpretación 
resulta acorde con los artículos 2o. y 4o. de la mencionada ley, conforme a los 
cuales el fin tutelar de la ley para promover y fomentar la actividad inventiva 
encuentra como límite el orden público, la moral, las buenas costumbres y otras 
disposiciones legales, como son las normas que regulan los servicios de salud; y 
esto obliga a que la definición señalada se armonice con los artículos 23, 27, 32 y 
33 de la Ley General de Salud, que consideran a los servicios de salud como todas 
las acciones realizadas en beneficio del individuo y de la sociedad en general, 
dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud, en los cuales se encuentra la 
atención médica integral como un servicio básico en la materia. 
 

DECIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO 
 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(3)
javascript:AbrirModal(3)


Amparo directo 705/2012. Landsteiner Scientific, S.A. de C.V. 11 de febrero de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cruz Espinosa. Secretario: Héctor 
Orduña Sosa. 
Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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PROPIEDAD INDUSTRIAL. ASPECTOS A CONSIDERAR EN LA APLICACIÓN DEL 
ARTÍCULO 19, FRACCIÓN VII, DE LA LEY RELATIVA, EN CUANTO AL USO DE 
MEDICINAS. 
 

El artículo 19, fracción VII, de la Ley de la Propiedad Industrial, establece que no 
serán considerados como invenciones los métodos de tratamiento quirúrgico, 
terapéutico o de diagnóstico aplicables al cuerpo humano y los relativos a 
animales. Así, en la aplicación de dicha porción normativa debe tomarse en cuenta 
que no todo uso de medicinas es un método de tratamiento terapéutico y, por eso, 
tiene la posibilidad de implicar la reivindicación de un producto o de un proceso 
tecnificado que amerite ser patentado, dependiendo del contexto. Por tanto, en 
cada caso, debe acreditarse que ese uso entraña un procedimiento técnico 
indispensable para el eficaz resultado del producto (sustancia o medicamento) o 
para un proceso de mejora de la eficiencia de la sustancia y no un mero 
tratamiento terapéutico. Consecuentemente, si sólo se trata de la dosificación de 
una medicina dentro de un programa de tiempo determinado, a fin de minimizar 
los efectos secundarios que genera su consumo diario, debe considerarse como 
uso del medicamento que actualiza la hipótesis prohibitiva del referido artículo 19, 
fracción VII, porque incide sólo en medidas para la protección, promoción y 
restauración de la salud, lo que se traduce en un método de tratamiento 
terapéutico que no entraña la reivindicación de un producto ni un procedimiento 
técnico indispensable para la producción o mejora de la eficiencia de la sustancia 
administrada, sino sólo la de un modo particular del uso de una sustancia activa 
disponible para el tratamiento de una enfermedad determinada, y en esos 
específicos términos no puede reivindicarse en una patente de medicamento. 
 

DECIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 705/2012. Landsteiner Scientific, S.A. de C.V. 11 de febrero de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cruz Espinosa. Secretario: Héctor 
Orduña Sosa. 
Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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PRUEBAS EN AMPARO INDIRECTO OPORTUNIDAD PARA EL OFRECIMIENTO Y 
DESAHOGO EN ÉL, NO ANALIZADAS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 
INTERPRETACIÓN DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE 
AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL TRES DE ABRIL DE DOS MIL TRECE. 
 

Del análisis de la redacción del artículo 75 de la Ley de Amparo en vigor, se 
desprende que si bien es cierto, como lo señalaba la legislación anterior en su 
numeral 78, en las sentencias que se dicten en los juicios constitucionales, el acto 
reclamado se apreciará tal y como aparezca probado ante la autoridad responsable 
y no se admitirá ni admitirán pruebas que no se hubiesen rendido ante la misma, 
también lo es, que en la nueva normatividad, en el segundo párrafo se establece 
una excepción, a saber, que en tratándose de amparo indirecto, el quejoso podrá 
ofrecer las pruebas cuando no hubiese tenido la oportunidad de hacerlo ante la 
autoridad responsable. De lo anterior, se desprende que la intención del legislador 
implica que el principio procesal en el sentido de que el acto reclamado se 
apreciará tal como aparezca probado ante la autoridad responsable y no se 
admitirán ni considerarán las pruebas que no se rindan ante ella, no es absoluto en 
materia de amparo indirecto y menos en materia penal, dada la naturaleza de sus 
actos reclamados. Por ello, en una lógica interpretación del párrafo segundo del 
artículo 75 de la Ley de Amparo vigente, conforme al espíritu del creador de la 
norma, en los casos en los que el peticionario de amparo sí hubiese tenido la 
oportunidad de ofertar las pruebas ante la autoridad responsable, pero ésta no 
estuviera en posibilidad de desahogarla, como en la hipótesis del dictado del auto 
de término constitucional, el Juez de Distrito no debe desechar de plano la 
probanza que haga el justiciable en el trámite del juicio de amparo, pues deberá 
tenerla por recibida y ponderar, en todo caso su admisión y valoración en la 
audiencia constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el diverso 123 de la 
ley de la materia aplicable. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Queja 38/2013. 27 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Rosa 
Guadalupe Malvina Carmona Roig. Secretario: José Francisco Becerra Dávila. 
Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 59 DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PROCEDE CONTRA EL AUTO 
DEL MAGISTRADO INSTRUCTOR QUE TIENE "POR NO HECHA" LA PRESENTACIÓN 
DE LA DEMANDA DE NULIDAD CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 39, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 2013. 
 

El citado precepto 59 prevé la procedencia del recurso de reclamación, entre otros 
supuestos, contra las resoluciones del Magistrado instructor que admitan, 
desechen o tengan por no presentada la demanda de nulidad. Por su parte, el 
artículo 39, segundo párrafo, del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, vigente hasta el 30 de junio de 2013, sanciona a 
quienes utilicen el Sistema Automático de Recepción de Oficialías de Partes para 
presentar una promoción en el horario extendido el día en que no vence el término 
respectivo, con la consecuencia procesal de tenerla por no hecha. Por consiguiente, 
contra el auto del referido juzgador que tiene "por no hecha" la presentación de la 
demanda de nulidad con ese fundamento, procede el señalado recurso, pues debe 
entenderse que los efectos de esa determinación es tenerla por no presentada. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL 
DECIMO NOVENO CIRCUITO 
 

Amparo directo 565/2013. Jesús Ramón Martínez del Ángel. 22 de agosto de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Graciela M. Landa Durán. Secretaria: Dafne Barraza 
García. 
Votos Particulares 
Magistrado Hugo Sahuer Hernández 
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REPARTO DE UTILIDADES. AL SER UN DERECHO LABORAL, LA OMISIÓN DEL 
PATRÓN DE ENTREGAR A LOS TRABAJADORES LA DECLARACIÓN ANUAL DE 
IMPUESTOS O, EN SU CASO, DE SU DECLARACIÓN COMPLEMENTARIA Y SUS 
ANEXOS, PARA DETERMINAR LA RENTA GRAVABLE, DEBE DEMANDARSE ANTE LA 
JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. 
 

De conformidad con el artículo 121 de la Ley Federal del Trabajo, los trabajadores 
tienen derecho a formular objeciones a la declaración anual de impuestos que 
presente el patrón a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para lo cual, como 
requisito previo, se requiere que el patrón, dentro del término de diez días 
contados a partir de la fecha de la presentación de aquélla, les entregue copia de la 
misma. También precisa que los anexos que de conformidad con las disposiciones 
fiscales debe presentar a la citada secretaría quedarán a disposición de los 
trabajadores durante un término de treinta días en las oficinas de la empresa y en 
la propia secretaría. Una vez que acontezca lo anterior, el sindicato titular del 
contrato colectivo, o la mayoría de los trabajadores de la empresa, podrá formular 
las observaciones que juzgue conveniente y, por último, dicha dependencia dictará 
la resolución definitiva, la cual no podrá ser recurrida por los trabajadores. Por otro 
lado, el artículo 15 del Reglamento de los Artículos 121 y 122 de la Ley Federal del 
Trabajo establece que en tanto no se haya proporcionado copia de la declaración a 
los trabajadores en términos del artículo 10 del mismo ordenamiento, o no 
quedaran a su disposición los anexos correspondientes, de acuerdo con el 
artículo 11, no podrá iniciar el plazo de 30 días para formular las objeciones a la 
referida declaración anual. De esta manera, antes de acudir ante la citada 
secretaría, se requiere que el patrón otorgue a los trabajadores copia de dicha 
declaración anual y, en su caso, de su declaración complementaria, así como de sus 
anexos, pues sin la entrega de tales documentales no podrá iniciarse el 
procedimiento relativo. En congruencia con lo anterior, si la obligación de los 
patrones de entregar las citadas documentales para que sus empleados conozcan si 
existe un beneficio económico que pueda fincarse por concepto de utilidades 
constituye un derecho laboral, en términos del numeral 604 de la invocada ley, 
corresponde a la Junta de Conciliación y Arbitraje su conocimiento y resolución, por 
tratarse de un conflicto de trabajo que se suscita entre trabajadores y patrones; 
por tanto, la omisión de entregar a los trabajadores la declaración anual de 
impuestos, o su declaración complementaria y sus anexos, para determinar la renta 
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gravable y, por tanto, el reparto de utilidades, debe demandarse ante la Junta de 
Conciliación y Arbitraje. 
 

DECIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

AMPARO DIRECTO 285/2013. 27 de junio de 2013. Mayoría de votos. Disidente y 
Ponente: José Manuel Hernández Saldaña. Encargada del engrose: María del 
Rosario Mota Cienfuegos. Secretario: Armando Guadarrama Bautista. 
Votos Particulares 
Magistrado José Manuel Hernández Saldaña 
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REVOCACIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO. PARA VERIFICAR LA ACTUALIZACIÓN 
DE LA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR ESE MOTIVO, 
LA PRETENSIÓN DEL DEMANDANTE DEBE DEDUCIRSE DE LOS CONCEPTOS DE 
ANULACIÓN. 
 

De la tesis de jurisprudencia 2a./J. 156/2008, emitida por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. LA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 9o., 
FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, SE ACTUALIZA 
CUANDO LA REVOCACIÓN DEL ACTO IMPUGNADO SATISFACE LA PRETENSIÓN DEL 
DEMANDANTE.", se advierte que, en los casos en los que la autoridad revoque el 
acto impugnado en el juicio de nulidad, el referente para determinar si ese acto 
origina el sobreseimiento en el juicio de nulidad es el examen de la pretensión del 
accionante. Así, en los casos en los que la autoridad revoque el acto impugnado, lo 
relevante para determinar si lo anterior origina el sobreseimiento en el juicio es 
atender a la pretensión del actor al promover el juicio de nulidad, la cual se deduce 
de lo planteado en los conceptos de anulación de su demanda. De este modo, si en 
la demanda se proponen conceptos de anulación tendentes a evidenciar vicios 
formales o procesales del acto impugnado, la pretensión que se deduce es la 
anulación del acto por adolecer de vicios de legalidad de ese orden y, en 
consecuencia, por lo general, tal nulidad no origina que la autoridad no pueda 
reiterar ese acto, una vez subsanados tales vicios. Por su parte, si en la demanda de 
nulidad se proponen argumentos relacionados con vicios de fondo, se deduce que 
la pretensión del actor es que se declare la nulidad lisa y llana del acto, en 
contrapartida a la revocación originada por vicios formales, en que la pretensión es 
que se declare una nulidad para efectos. En consecuencia, en el supuesto en 
análisis, sólo se considerará satisfecha plenamente la pretensión del actor en el 
caso de que la revocación del acto administrativo origine los mismos efectos que si 
se hubiera declarado la nulidad del acto administrativo por ser fundado el concepto 
de anulación que mayor beneficio le hubiera generado. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
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Amparo directo 36/2009. Grupo Staar, S.A. de C.V. 5 de marzo de 2009. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. Secretaria: Jazmín Bonilla 
García. 
Amparo directo 712/2013. Rocío del Carmen Sepúlveda Alzúa. 22 de agosto de 
2013. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Óliver 
Chaim Camacho. 
Nota: La tesis 2a./J. 156/2008 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, noviembre de 2008, página 
226. 
Votos Particulares 
Magistrado José Manuel Hernández Saldaña 
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SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS. AL APLICAR EL 
ARTÍCULO 226, TERCERA CATEGORÍA, FRACCIÓN 33, DE LA LEY DEL INSTITUTO 
RELATIVO, QUE PREVÉ LA OBESIDAD COMO CAUSA DE RETIRO DE LOS MILITARES, 
DEBE CONSIDERARSE EL CONVENIO SOBRE LA READAPTACIÓN PROFESIONAL Y EL 
EMPLEO DE PERSONAS INVÁLIDAS, APROBADO POR LA ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL DEL TRABAJO. 
 

En el citado instrumento internacional (número 159), aprobado en la sexagésima 
novena reunión de la Organización Internacional del Trabajo, celebrada en Ginebra, 
Suiza, el 20 de junio de 1983, ratificado por el Estado Mexicano y publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 22 de abril de 2002, se establecieron los 
parámetros dentro de los cuales tendrá que ejercerse la acción del Estado para 
efectuar la protección especial de las personas con limitaciones (dentro de éstas la 
obesidad), y se determinó como fin último la readaptación profesional; es decir, 
permitirles conservar un empleo adecuado, sin que tal posibilidad se vea reducida 
como consecuencia de una deficiencia de carácter físico. Bajo esta premisa, dicho 
convenio debe considerarse al aplicar el artículo 226, tercera categoría, fracción 33, 
de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, que 
prevé la obesidad como causa de retiro de los militares, en atención al principio pro 
homine, conforme al cual, debe acudirse a la norma más amplia o a la 
interpretación más extensiva cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, 
inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida para establecer 
restricciones permanentes al ejercicio de los de suspensión extraordinaria, lo que 
coincide con el rasgo fundamental de los derechos humanos, esto es, estar siempre 
en favor del hombre y, paralelamente, a la luz de los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad de aquéllos. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 19/2013. Juan de la Paz Jiménez y otro. 30 de mayo de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Ángela 
Alvarado Morales. 
Votos Particulares 
Magistrado José Manuel Hernández Saldaña 
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SENTENCIA DE AMPARO. PARA CONSIDERAR OPORTUNO SU CUMPLIMIENTO Y 
EVITAR LA IMPOSICIÓN DE LA MULTA RESPECTIVA, SE REQUIERE QUE LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DICTE SU NUEVA DETERMINACIÓN Y LA COMUNIQUE 
AL ÓRGANO DE AMPARO DENTRO DEL TÉRMINO CONCEDIDO POR ÉSTE 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). 
 

La sentencia de amparo que requiera de ejecución de acuerdo con la pretensión 
que en ella se reconozca y la garantía individual o el derecho humano que se haya 
considerado vulnerado por la autoridad responsable, exige que ésta satisfaga dos 
requisitos para que se le tenga por cumpliendo oportunamente con la ejecutoria 
respectiva: que pronuncie su nueva determinación; y, que ésta la comunique al 
órgano jurisdiccional de amparo, en la inteligencia de que ambos actos deben 
generarse dentro del término concedido para acatar la sentencia protectora. En esa 
tesitura, para el cumplimiento oportuno no basta con que la autoridad responsable 
pronuncie su determinación dentro del citado plazo, sino que es menester que en 
este propio lapso la comunique al órgano de amparo pues, para que éste conozca 
aquella decisión, es indispensable que tenga a la vista el documento que motivó su 
conclusión y, así, pueda proveer si impone o no la multa, acorde con el artículo 193 
de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013. Por tanto, la 
circunstancia de que la determinación de cumplimiento presente fecha que se 
comprenda dentro del término conferido, no impide aplicar la multa, si la 
constancia respectiva no se recepcionó dentro del citado plazo, puesto que sólo 
cuando ambos hechos se actualizan dentro de dicha temporalidad, puede 
concluirse que hay cumplimiento oportuno, lo que genera que el órgano judicial de 
amparo se abstenga de imponer la referida sanción. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO 
 

Queja 55/2013. Presidenta de la Junta Especial Número Doce de la Local de 
Conciliación y Arbitraje del Estado de Nuevo León. 4 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. Secretaria: Karla Medina 
Armendáiz. 
Votos Particulares 
Magistrado José Manuel Hernández Saldaña 
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SOLICITUD DE INFORMACIÓN, DATOS O DOCUMENTOS. LA EMISIÓN DE UNA 
NUEVA RELACIONADA CON LAS MISMAS CONTRIBUCIONES, 
APROVECHAMIENTOS Y PERIODOS REVISADOS, CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 50, 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AUN CUANDO LA 
ANTERIOR HAYA SIDO DECLARADA NULA DE MANERA LISA Y LLANA. 
 

Conforme al citado numeral, sólo podrán ejercerse facultades de comprobación 
que se refieran a las mismas contribuciones, aprovechamientos y periodos 
revisados, cuando se comprueben hechos diferentes. Ahora, como la finalidad del 
mencionado precepto es que se respete el derecho a la seguridad jurídica, al 
impedir que la autoridad hacendaria pida información a un contribuyente por las 
mismas contribuciones, aprovechamientos y periodos que fueron objeto de 
revisión, salvo que se compruebe la existencia de hechos diferentes y a que éstos 
se justifiquen en el nuevo requerimiento, la circunstancia de que una solicitud de 
información, datos o documentos haya sido declarada nula, aun de manera lisa y 
llana, no justifica la emisión de una nueva relacionada con las mismas 
contribuciones, aprovechamientos y periodos, pues esto contraviene el citado 
numeral. Lo anterior es así, porque si bien la declaración de nulidad en esos 
términos implica la desaparición de los efectos formales de la propia solicitud y 
actos subsecuentes, no desvanece la afectación material que implica haber sido 
objeto de un procedimiento de fiscalización y el inicio de otro, que es lo que el 
legislador trata de impedir a través del indicado precepto, máxime que la 
prohibición no va dirigida a la específica autoridad que emitió la orden anterior 
sino, en general, al Servicio de Administración Tributaria, quien tiene la facultad de 
fiscalización y puede ejercerla por sí o a través de cualquiera de las autoridades que 
dependen de él. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 211/2012. Administrador Local Jurídico de Naucalpan, unidad 
administrativa encargada de la defensa jurídica del Secretario de Hacienda y 
Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de las 
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autoridades demandadas. 5 de abril de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
Yolanda Islas Hernández. Secretaria: Socorro Arias Rodríguez. 
Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la diversa V.1o.P.A.2 A (10a.), de 
rubro: "REVISIÓN DE GABINETE. A LA ORDEN RELATIVA DIRIGIDA A UN 
CONTRIBUYENTE EN RELACIÓN CON CONTRIBUCIONES, APROVECHAMIENTOS, 
PERIODOS Y HECHOS MATERIA DE UNA PRIMERA ORDEN DE LA MISMA 
NATURALEZA, DECLARADA NULA POR INDEBIDA O INSUFICIENTE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO A LA COMPETENCIA DE LA 
AUTORIDAD QUE LA EMITIÓ, LE SON APLICABLES, POR ANALOGÍA, LOS 
ARGUMENTOS EMPLEADOS EN LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 157/2011 (9a.).", que fue 
objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 89/2013, resuelta por la 
Segunda Sala el 19 de junio de 2013, de la que derivó la tesis de rubro: "REVISIÓN 
DE GABINETE. AL NO SERLE APLICABLE LA LIMITANTE PREVISTA EN EL ÚLTIMO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 46 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, TAMPOCO LO 
ES LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 157/2011 (9a.) [*]." 
Votos Particulares 
Magistrado José Manuel Hernández Saldaña 
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SUSPENSIÓN. ES PROCEDENTE OTORGARLA CON EFECTOS RESTITUTORIOS 
PROVISIONALES EN RELACIÓN CON CIERTOS ACTOS DE ABSTENCIÓN EN LOS 
CASOS EN QUE SEA POSIBLE JURÍDICA Y MATERIALMENTE, CONFORME AL 
SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 147 DE LA LEY DE AMPARO. 
 

De conformidad con el artículo 147, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, de ser 
procedente la suspensión, y atendiendo a la naturaleza del acto, el juzgador 
ordenará que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de ser posible 
material y jurídicamente, restablecerá provisionalmente al quejoso en el goce del 
derecho violado en tanto se falla el juicio en lo principal; de ahí que el Juez, 
atendiendo a cada caso concreto y sin importar si el acto reclamado tiene carácter 
positivo o negativo, dado que la norma no hace distinción al respecto, sino con 
miras únicamente a las implicaciones que pueda tener en la esfera de derechos del 
agraviado, podrá conceder la medida cautelar y, en su caso, de resultar jurídica y 
materialmente factible, restablecer de manera provisional al quejoso en el disfrute 
de la prerrogativa que le fue afectada, lo que atiende a un fin garantista que es 
acorde con la reforma al artículo 1o. constitucional, de diez de junio de dos mil 
once, que tuvo como propósito otorgar una protección amplia e integral a los 
derechos de las personas. En consecuencia, se concluye que en la actualidad la 
suspensión no solamente tiene una función de esa naturaleza, como 
gramaticalmente podría considerarse, sino que, merced a lo dispuesto por el 
segundo párrafo del referido precepto, puede fungir como una medida restitutoria 
provisional de los derechos que se han visto afectados con motivo de un acto que, 
sin importar si implica un hacer o un no hacer, como acontece tratándose de las 
omisiones, dada su propia naturaleza y características, involucra un menoscabo en 
la esfera jurídica del gobernado al tener efectos que perduran en el tiempo y que 
no se agotan en un solo momento, como en el evento de que el demandante esté 
privado del suministro de energía eléctrica de manera continuada, sin que pueda 
afirmarse categóricamente que todo acto de carácter omisivo o de abstención es 
susceptible de suspenderse, como sucede con la falta de contestación a una 
petición, en que existe un impedimento jurídico, consistente en que se dejaría sin 
materia el juicio; por ende, el juzgador deberá realizar un examen particular, caso 
por caso, en que atienda a la naturaleza del acto y determine si existe algún 
impedimento jurídico o material que amerite la negativa de la suspensión. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Queja 122/2013. Jorge Santiago Chong Gutiérrez. 2 de agosto de 2013. Mayoría de 
votos. Disidente y Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Diego Alejandro 
Ramírez Velázquez. 
Votos Particulares 
Magistrado José Manuel Hernández Saldaña 
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA RESPECTO DE 
ACTOS OMISIVOS. 
 

Atento a la naturaleza de los actos de autoridad, los negativos son aquellos a través 
de los cuales la autoridad rehúsa acceder a las pretensiones de los gobernados, lo 
que se manifiesta por medio de una conducta positiva de las autoridades, es decir, 
un hacer que se traduce en una contestación, acuerdo o resolución en el sentido de 
no querer o no aceptar lo que le fue solicitado, dicha manifestación es lo que 
diferencia a los actos negativos de los prohibitivos, entendidos éstos como los que 
la autoridad impone obligaciones de no hacer a los individuos. En cambio, los actos 
omisivos se caracterizan porque la autoridad se abstiene de actuar; es decir, se 
rehúsa a hacer algo, o se abstiene de contestar no obstante existir una solicitud 
expresa del gobernado; de ahí que siendo ésta su naturaleza, es improcedente la 
concesión de la suspensión provisional solicitada, ya que no es dable que con 
motivo de la medida cautelar, se ordene a la autoridad abandonar su conducta 
omisa dando contestación, o bien, accediendo a la petición del quejoso, pues se 
darían a la suspensión provisional así concedida, efectos restitutorios, que 
únicamente corresponden a la sentencia que se pronuncie en el juicio. 
 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Queja 77/2013. Daniel Alvarado Bocardo. 22 de julio de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Marco Antonio Bello Sánchez. Secretaria: Margarita Cornejo Pérez. 
Votos Particulares 
Magistrado José Manuel Hernández Saldaña 
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AMPLIACIÓN DE DEMANDA DE NULIDAD. EL PROVEÍDO QUE DA A CONOCER EL 
PLAZO PARA EJERCER ESE DERECHO, NO ES OBLIGATORIO NOTIFICARLO EN 
FORMA PERSONAL, SINO POR BOLETÍN ELECTRÓNICO (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 67 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL DIEZ 
DE DICIEMBRE DE DOS MIL DIEZ). 
 

El aludido precepto legal, establece que una vez que los particulares se apersonen 
en el juicio contencioso administrativo deberán señalar domicilio para recibir 
notificaciones, en el que se les harán saber, personalmente o por correo certificado 
con acuse de recibo, las siguientes resoluciones: aquellas que ordenen correr 
traslado al tercero con la demanda y el emplazamiento al particular en el juicio de 
lesividad; las que manden citar al testigo que no pueda ser presentado por la parte 
oferente o designen a los peritos terceros; los requerimientos o prevenciones a que 
se refieren los artículos 14, 15, 17 y 21 de la misma ley; y, las resoluciones de 
sobreseimiento en el juicio y las sentencias definitivas. Asimismo, en su último 
párrafo precisa que, en los demás casos, las notificaciones se ordenarán hacer por 
medio de boletín electrónico. Ahora bien, de la exposición de motivos que generó 
la indicada reforma se advierte que el legislador estimó conveniente simplificar 
definitivamente las notificaciones practicadas en el mencionado juicio, en aras de 
hacer más ágiles y breves su tramitación y resolución, además de ser coherente con 
las adiciones relativas al juicio en línea y en la vía sumaria y, para ello, propuso 
reducir las hipótesis de notificación personal a los particulares y por oficio a las 
autoridades, a los referidos supuestos, los cuales estimó más significativos, y 
dispuso para todos los demás casos la cobertura del boletín electrónico, como el 
tipo de notificación que por excelencia debe practicarse en el juicio contencioso 
administrativo federal, incluso en la vía tradicional. En ese sentido, es clara la 
intención del legislador de limitar la notificación personal a algunos supuestos que 
estimó más significativos y ampliar el uso del boletín electrónico como un medio 
eficaz para comunicar las demás resoluciones, todo ello con el propósito de hacer 
más expedita la impartición de justicia en el contencioso administrativo federal, 
tanto en la vía sumaria como en la tradicional. Por tanto, el proveído en el que se 
admite la contestación de la demanda y se da a conocer al actor el plazo para 
ampliar su escrito inicial, debe notificarse por boletín electrónico y no 
personalmente, pues no se ubica en los supuestos señalados para ello, máxime que 
de la aludida ley no deriva obligación alguna a cargo de la Sala Fiscal de requerir o 
prevenir al actor para que amplíe su demanda, pues esa oportunidad no es una 
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concesión que la autoridad deba otorgar, sino un derecho del actor cuando se 
encuentre en los supuestos legalmente previstos, por lo que ningún perjuicio 
jurídico se le causa al particular no ordenar la notificación personal de ese 
proveído. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 71/2012. Herlindo Enríquez Hernández. 17 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Alejandro 
Ramos García. 
Nota: 
Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 43/2013, de 
la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 75/2013 (10a.) de rubro: "JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL AUTO QUE TIENE POR CONTESTADA 
LA DEMANDA Y CONCEDE AL ACTOR EL PLAZO LEGAL PARA AMPLIARLA, DEBE 
NOTIFICARSE PERSONALMENTE O POR CORREO CERTIFICADO, A FIN DE TUTELAR 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA Y DE 
ADECUADA DEFENSA." 
Por ejecutoria del 8 de mayo de 2013, la Segunda Sala declaró improcedente la 
contradicción de tesis 153/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto el 
criterio contenido en esta tesis, al existir la jurisprudencia 2a./J. 75/2013 (10a.) que 
resuelve el mismo problema jurídico. 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 
43/2013, de la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 75/2013 (10a.) de rubro: 
"JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL AUTO QUE TIENE POR 
CONTESTADA LA DEMANDA Y CONCEDE AL ACTOR EL PLAZO LEGAL PARA 
AMPLIARLA, DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE O POR CORREO CERTIFICADO, A 
FIN DE TUTELAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO EFECTIVO A LA 
JUSTICIA Y DE ADECUADA DEFENSA." 
Votos Particulares 
Magistrado José Manuel Hernández Saldaña 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 4; Pág. 
2748  

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
AMPARO. EN ARAS DE SALVAGUARDAR EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA, EN EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA SU INTERPOSICIÓN NO DEBEN 
CONSIDERARSE COMO HÁBILES LOS DÍAS QUE COMPRENDA EL PERIODO 
VACACIONAL DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL. 
 

El artículo 97, fracción II, de la Ley de Amparo establece que el recurso de queja 
previsto en la fracción VI del artículo 95 de la referida legislación debe interponerse 
dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la 
resolución recurrida. Ello significa que para lograr el acceso procesal efectivo a la 
alzada, las oficinas del órgano jurisdiccional recurrido y el encargado del 
procedimiento deben estar abiertas; luego, si se encuentran cerradas por efectos 
del periodo vacacional no deben contarse como hábiles los días que median en 
dicho plazo, al no ser posible precisamente que tuvieran lugar las actuaciones 
judiciales. Estimar lo contrario, contravendría los artículos 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8, numeral 1 y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 1, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, que consignan el derecho humano de acceso a la 
justicia. Este criterio es congruente con el adoptado por el legislador en el 
artículo 286 del Código Federal de Procedimientos Civiles, en el que se establece 
que en ningún término se contarán los días en que no puedan tener lugar las 
actuaciones judiciales, salvo disposición contraria prevista en la ley. No pasa 
inadvertido la existencia del Acuerdo General 19/2007, del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que establece condiciones para la actividad jurisdiccional 
continua en los Tribunales Colegiados de Circuito, porque éste no es de 
conocimiento general al público y litigantes, en el cual se establece que durante los 
periodos vacacionales de los Tribunales de Circuito, las oficialías de 
correspondencia común de los Tribunales Colegiados de Circuito recibirán las 
promociones dirigidas a dichos órganos; sin embargo, esto no debe entenderse 
como una carga para la parte recurrente, en el sentido de interponer el recurso de 
queja en términos del referido artículo 95, fracción VI, cuando los tribunales están 
en su periodo vacacional, pues si bien las oficinas reciben las promociones y 
actuaciones, éstas no pueden turnarse y, por ende, tampoco tramitarse el recurso 
como lo señala la ley, ni resolverse, hasta en tanto no se reanuden las labores en el 
órgano jurisdiccional que por razón de turno corresponda el conocimiento del 
asunto. De ahí que no debe entenderse que en razón del acuerdo en cita deban 
considerarse como días hábiles los correspondientes al periodo vacacional para 
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computar el término de la interposición del recurso pues, de ser así, se estaría 
violando el derecho humano de acceso a la justicia. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 

QUEJA 148/2011. 9 de febrero de 2012. Unanimidad de votos, con voto 
concurrente del Magistrado Miguel Ángel Cantú Cisneros. Ponente: Jorge Meza 
Pérez. Secretario: José Antonio Bermúdez Manrique. 
Nota: 
El Acuerdo General 19/2007, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
establece condiciones para la actividad jurisdiccional continua en los Tribunales 
Colegiados de Circuito citado, aparece publicado en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, mayo de 2007, página 2327. 
Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 185/2013, de 
la que derivó la tesis jurisprudencial 1a./J. 78/2013 (10a.) de rubro: "RECURSO DE 
QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO, 
VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013. EN EL CÓMPUTO DEL PLAZO DE CINCO 
DÍAS PARA SU INTERPOSICIÓN, DEBEN DESCONTARSE LOS DÍAS 
CORRESPONDIENTES AL PERIODO VACACIONAL DEL ÓRGANO QUE DEBA CONOCER 
DE AQUÉL." 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 
185/2013, de la que derivó la tesis jurisprudencial 1a./J. 78/2013 (10a.) de rubro: 
"RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
AMPARO, VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013. EN EL CÓMPUTO DEL PLAZO DE 
CINCO DÍAS PARA SU INTERPOSICIÓN, DEBEN DESCONTARSE LOS DÍAS 
CORRESPONDIENTES AL PERIODO VACACIONAL DEL ÓRGANO QUE DEBA CONOCER 
DE AQUÉL." 
Votos Particulares 
Magistrado Miguel Ángel Cantú Cisneros 
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